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           RESUMEN 
 

 

El estudio de temas vinculados a la realidad social es uno de los 

principales elementos para la ejecución de investigaciones de Tesis 

para obtener un grado académico. 

 

 

A esta condición y realidad, en la presente oportunidad, 

presentamos una investigación que la complementamos con una 

perspectiva profesional y personal, desde nuestra condición de 

Fiscal en el Ministerio Público y en donde observamos que la 

sociedad viene asumiendo una condición de crisis generalizada que 

se exterioriza en el ámbito del desarrollo de procesos judiciales 

vinculados a un problema real: la violencia familiar. 

 

 

Bajo este contexto panorámico preliminar observamos que la 

vinculación Constitucional se puede relacionar por una serie de 

elementos de evaluación, con lo cual podemos analizar: 

 

 

a) El contexto social de legitimidad de las entidades públicas 

que afrontan el seguimiento de procesos judiciales, toda vez 

que la propia ciudadanía no valora ni toma en consideración 

el impacto o poder que ejerce un Poder Judicial o Ministerio 

Público en la atención de conflictos familiares que se han 

judicializado. 

 
 

b) La necesidad de tutelar los derechos y obligaciones que 

emanan de las relaciones interpersonales, sobre la base de lo 

estipulado en los artículos 4º y 5º de la Constitución de 

1993, que exige que el Estado no sólo proteja a la familia, 

sino que además ejecute una serie de acciones para 
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promover tanto su fortalecimiento como su mantenimiento al 

ser uno de los pilares de nuestra sociedad. 

 

 

c) La necesidad de regular derechos provenientes de la tutela 

de la dignidad de la persona humana. 

 
 

d) Finalmente, y en particular este punto para efectos de 

nuestra investigación, el desarrollo de los derechos y 

garantías que emanan del sistema normativo nacional para el 

desarrollo de un proceso judicial sobre la base de la 

articulación de principios de orden constitucional como 

procesal, que van desde la Tutela Judicial Efectiva y Debido 

Proceso porque con ello se garantiza no sólo la autonomía e 

imparcialidad judicial, sino que además permite que las 

partes en un conflicto judicial puedan actuar conforme a las 

reglas de la Buena Fe procesal como también en un correcto 

comportamiento en la tutela de sus derechos y una correcta 

regulación de sus obligaciones. 

 

 

Último punto que nos permite evaluar el desarrollo del proceso 

judicial que se sigue en el ámbito de los conflictos en familia que 

en este punto particular no lo limitaremos a un contexto 

determinado en lo jurisdiccional, porque las pericias psicológicas 

(objeto de estudio) se pueden vincular a procesos de especialidad 

civil (divorcios), de especialidad penal (feminicidios) o de 

especialidad familiar (tutela o tenencia) 

 

 

Así un elemento de suma importancia para la determinación de un 

resultado en el proceso judicial, un medio probatorio de oficio 

adquiere una importancia significativa porque lamentablemente no 

puede ser validada desde una perspectiva objetiva, por una serie 
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de circunstancias que condicionan negativamente su propio 

desarrollo. 

 

 

Así encontramos en nuestra investigación una serie de 

inconvenientes que nos permiten sostener que estas pericias deben 

ser reformuladas y establecidas bajo un protocolo de ejecución, 

porque ni en el Poder Judicial ni en el Ministerio Público se ha 

regulado el mecanismo por el cual esta se practica. 

 

 

De este modo, los errores observados se incrementan al detallarse 

que estas pericias sólo son sometidas a un breve período de tiempo 

que se centraliza en una entrevista y sobre la cual no se puede 

generar una “evaluación objetiva” que finalmente determine 

derechos y condiciones negativas de una persona en el desarrollo 

de un proceso. 

 

 

Así, la evaluación de estas pericias psicológicas, se convierte en un 

elemento central en nuestra investigación y nos permite sostener 

nuestro contexto problemático en evaluación y la hipótesis al final 

del desarrollo de nuestra investigación en el desarrollo del capítulo 

final de la II parte de la presente Tesis. 

 

 

La tesista. 
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ABSTRACT 
 

 

The study of topics related to social reality is one of the main 

elements for the execution of Thesis research to obtain an 

academic degree. 

 

 

To this condition and reality, in the present opportunity, we present 

an investigation that we complement it with a professional and 

personal perspective, from our position of Prosecutor in the Public 

Ministry and where we observe that the society is assuming a 

generalized crisis condition that is externalized In the area of the 

development of judicial processes linked to a real problem: family 

violence. 

 

 

Under this preliminary context, we observe that the Constitutional 

linkage can be related by a series of evaluation elements, with 

which we can analyze: 

 

 

A) The social context of legitimacy of public entities that face the 

follow-up of judicial processes, since the citizenry itself does not 

value or take into account the impact or power exercised by a 

Judicial Branch or Public Prosecutor's Office in dealing with family 

conflicts that Have been judicialized. 

 
 

B) The need to protect the rights and obligations that emanate 

from interpersonal relations, based on what is stipulated in articles 

4 and 5 of the 1993 Constitution, which requires that the State not 

only protect the family but also execute A series of actions to 

promote both its strengthening and its maintenance as one of the 

pillars of our society. 
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C) The need to regulate rights derived from the protection of the 

dignity of the human person. 

 
 

D) Finally, and in particular this point for purposes of our 

investigation, the development of the rights and guarantees that 

emanate from the national normative system for the development 

of a judicial process based on the articulation of principles of 

constitutional order as procedural, that Ranging from effective 

judicial and due process because it guarantees not only judicial 

autonomy and impartiality, but also allows parties to a judicial 

conflict to act in accordance with the rules of good faith process as 

well as correct behavior In the protection of their rights and a 

correct regulation of their obligations. 

 

 

Last point that allows us to evaluate the development of the 

judicial process that is followed in the area of family conflicts that 

in this particular point we will not limit it to a specific context in the 

jurisdictional, because the psychological skills (object of study) can 

be linked To civil specialty (divorce), criminal specialty (feminicide) 

or family specialty (guardianship or tenure) 

 

 

Thus an element of paramount importance for the determination of 

a result in the judicial process, a probative means of office acquires 

a significant importance because unfortunately can not be validated 

from an objective perspective, by a series of circumstances that 

negatively condition their own development. 

 

 

Thus we find in our research a series of disadvantages that allow 

us to maintain that these skills must be reformulated and 

established under a protocol of execution, because neither the 

 
 
 
 
 

12 



 

Judicial Branch nor the Public Ministry has regulated the 

mechanism by which it is practiced. 

 

 

In this way, the observed errors are increased when detailing that 

these skills are only subjected to a brief period of time that is 

centralized in an interview and about which it is not possible to 

generate an "objective evaluation" that finally determines negative 

rights and conditions of A person in the development of a process. 

 

 

Thus, the evaluation of these psychological skills becomes a central 

element in our research and allows us to sustain our problematic 

context in evaluation and hypothesis at the end of the development 

of our research in the development of the final chapter of part II of 

this Thesis. 

 

 

The thesis. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

13 



 

INTRODUCCIÓN 
 
 
 
 
 

A continuación, presentamos el desarrollo de una investigación de 

tesis que procura desarrollar sobre la base de una línea de 

investigación constitucional, la evaluación tanto a nivel de 

legitimidad como de legalidad, la ejecución de una prueba de oficio 

de vital importancia en el ámbito jurisdiccional, al estar inmerso en 

una serie de procesos de diferente especialidad: la prueba pericial 

psicológica a las partes involucradas en un conflicto familiar 

judicializado. 

 

 

De este modo, la perspectiva constitucional nos permitirá evaluar 

un contexto jurisdiccional sumamente vinculado al contexto del 

derecho probatorio, al evaluarse la pericia psicológica de una 

persona en un contexto de violencia familiar. 

 

 

Así un “tema” que genera la mayor carga judicial en el Poder 

Judicial y exige una mayor atención en el Ministerio Público, como 

es la “violencia familiar” en general genera un contexto que ha 

estado principalmente desarrollado en función a una evaluación 

subjetiva y sin la predisposición técnica para regular su ejecución y 

finalmente su validez en el proceso judicial. 

 

 

Y esta situación genera finalmente un problema en el ámbito 

jurisdiccional civil, penal y de familia, al permitir que los problemas 

materiales para su ejecución, vinculación al desarrollo del proceso 

y referencialidad frente a la sentencia judicial no puedan solucionar 

el mayor problema social que atiende el Poder Judicial y Ministerio 

Público: casos de conflictos familiares judicializados. 
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El problema a nuestro criterio está en que prácticamente todo el 

proceso se ha vinculado a la importancia de esta pericia psicológica 

y que a nuestro criterio preliminar (expuesto en el Proyecto de 

Tesis) que ahora se ratifica y fundamenta, no puede ser admitido 

en un Estado de Derecho por que la prueba de oficio que se actúa 

en un proceso judicial no logra tener ni la legitimidad ni la legalidad 

para su utilidad y referencialidad en el proceso judicial. 

 

 

Consecuencia material que finalmente desnaturaliza su utilidad y 

nivel de importancia, al estudiarse el contexto en el cual se debe 

tener presente como también respecto de su validez como un 

instrumento que permita la evaluación de un perfil de una persona 

ante un caso de crisis familiar para el juez o el fiscal. 

 

 

En este sentido, analizaremos en forma preliminar el contexto en el 

cual se desarrolla todo el “contexto social” el cual está determinado 

por nuestro contexto problemático en el ámbito metodológico y 

sobre esta base analizaremos el estudio de la propia prueba 

psicológica y finalmente sustentaremos nuestra hipótesis, con la 

cual ratificamos nuestra inicial percepción: las pericias psicológicas 

no son un correcto instrumento para evaluar casos de violencia 

familiar y que deben ser reformuladas para así no afectar la validez 

de un proceso judicial. 

 

 

Bajo esta premisa, nuestra línea de investigación nos permitirá 

evaluar la legalidad y legitimidad del uso de un medio de prueba 

que se desarrolla entre lo procesal y lo sustantivo y que se 

desarrolla en forma detenida en el II punto de la presente 

investigación. 
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PRIMERA PARTE 
 

 

ANÁLISIS DEL OBJETO DE ESTUDIO 
 
 
 
 
 

1. UBICACIÓN 
 

 

Ubicamos la presente investigación en los alcances del inciso 3) del 

artículo 139° de la Constitución Política del Perú del año 1993, que 

determina la obligación de que los procesos judiciales garanticen el 

Debido Proceso y la Tutela Judicial Efectiva, sin importar su 

condición en el trámite del proceso y su especialidad. 

 

 

Situación que en los procesos judiciales de familia esto no viene 

ocurriendo porque las resoluciones judiciales se amparan en 

fundamentos que no guardan coherencia entre las pretensiones y 

actuaciones de las partes y los elementos de hecho y derecho 

expuestos y desarrollados en el proceso, esto principalmente 

porque existe un pésimo manejo del contexto socio familiar en el 

conflicto ya judicializado. 

 

 

Ante esta situación, los alcances y garantías del Debido Proceso y 

Tutela Judicial Efectiva nos permiten analizar cinco áreas que se 

desarrollan en los Procesos Judiciales de Familia, en todas sus 

condiciones, especialidades y niveles jurisdiccionales: 

 

 

a) Derecho Constitucional. 
 

 

Por la aplicabilidad de los principios y fundamentos de orden 

constitucional, de respeto a Derechos Humanos, a Derechos 
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Fundamentales y garantías de orden constitucional aplicables al 

proceso judicial. 

 

 

b) Derecho de Familia. 
 

 

Principalmente porque en el desarrollo de la presente tesis sólo 

nos centraremos en procesos en los cuales se analizan conflictos 

socio familiares judicializados. 

 

 

Esto es, procesos judiciales donde la característica principal es 

la determinación de derechos, obligaciones, intereses y 

condiciones de naturaleza familiar. 

 

 

c) Derecho Civil. 
 

 

Debido principalmente al análisis de elementos teóricos del 

Derecho Civil que se complementan con las dos primeras 

especialidades antes mencionadas. 

 

 

d) Derecho Procesal Civil. 
 

 

Para analizar en dos ámbitos, dos elementos centrales en la 

presente tesis. 

 

 

i. La necesidad de evaluar el contexto jurisdiccional donde se 

desarrollan los conflictos socio familiares judicializados. 

 
 

ii. La necesidad de evaluar los procedimientos de evaluación 

de  medios  probatorios,  que  a  nuestro  criterio  son 

sumamente deficientes en la ejecución del proceso judicial 
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cuando se evalúan conflictos socio familiares 

judicializados. 

 
 
 

 

e) Sociología Jurídica. 
 

 

Principalmente para analizar las razones o elementos extra 

procesales y extra jurídicos para evaluar algunas condiciones en 

las cuales se desarrolla el contexto socio familiar que se ha 

agudizado luego de una crisis y se ha judicializado. 

 
 
 

 

2. FUNDAMENTACIÓN DEL TÍTULO Y DE LA 

INVESTIGACIÓN 
 
 
 

 

Uno de los grandes problemas en el ámbito de la evaluación de 

casos de “violencia familiar”, en comillas para su identificación en 

forma general, es el ámbito de la poca precisión de elementos 
 

tanto conceptuales, como procesales como también 

procedimentales, y todo ello porque recién viene surgiendo 

información bibliográfica que trata el problema social con 

objetividad. 

 

 

Si bien estos casos son constantes en la historia de nuestra 

sociedad como país, la evidencia normativa que data del año 2000, 

en realidad se contradice con su evaluación doctrinaria por parte de 

especialistas y la propia legislación generando como consecuencia 

una mala “intervención estatal” en un problema socio familiar. 

 

 

Frente a este panorama consideramos que al tratarse de una 

investigación en el ámbito constitucional pero que se aplica en el 
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ámbito jurisdiccional civil, procesal civil y de familia, es necesario 

evaluar que los medios probatorios identificados como “pericias 

psicológicas” en casos de violencia familia afectan sobre manera la 

aplicabilidad de los principios de orden constitucional y procesal, 

porque así en forma general el debido proceso no se cumple, al no 

garantizarse la autonomía e independencia del juez, el principio 

material de la igualdad de las partes y la fundamentación de las 

decisiones judiciales, las cuales se basan principalmente en 

elementos subjetivos y sin una valoración objetiva por parte de las 

entidades jurisdiccionales, con lo cual el proceso judicial en la 

especialidad de familia se trivializa y permite la generación de 

problemas de orden material, institucional y social, porque todo 

ello no logra solucionar los problemas que inicialmente se debían 

evaluar: los conflictos familiares. 

 

 

De lo descrito, consideramos que el estudio básico que permite 

evaluar todo el contexto jurisdiccional de familia en el ámbito 

constitucional se debe a la negligente evaluación de las pericias 

psicológicas y que a nuestro criterio permiten afectar sobre manera 

los alcances del inciso 3) del artículo 139° de la Constitución. 

 
 
 

 

3. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 

 

Desde nuestra asunción en el cargo de Fiscal Provincial Titular por 

parte del Consejo Nacional de la Magistratura, se nos asignó el 

Despacho de la Segunda Fiscalía Provincial Mixta de Tumbes (Civil 
 

- Familia), la misma que a la fecha nos permite tener una mejor 

visión sobre el problema de la violencia familiar en nuestro país. 
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En este punto, debemos señalar que desde la asunción del cargo se 

han sucedido las siguientes reformas normativas que más allá de 

evaluar positivamente el contexto social, han agudizado el 

problema material de la violencia familiar, así tenemos: 

 
 
 

 

a) Legislación sobre feminicidio. 
 

 

Ley Nº 30068, Ley que incorpora el artículo 108-A al Código 

Penal y modifica los artículos 107, 46-B y 46-C del Código Penal 

y el artículo 46 del Código de Ejecución Penal, con la finalidad 

de prevenir, sancionar y erradicar el Feminicidio. 

 

 

Ley Nº 29819, Ley que crea el tipo penal del feminicidio. 
 

 

b) Legislación sobre violencia familiar. 
 

 

Ley Nº 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia familiar y su Reglamento. 

 

 

Norma que en esencia procura “ampliar” el marco normativo 

generado con la Ley Nº 26260, Ley de protección frente a la 

protección familiar. 

 

 

Sin embargo, todo este conjunto normativo, por mucho que se ha 

modificado no ha tenido ningún efecto positivo en la atención del 

problema social de la violencia social. 

 

 

Inclusive con la reciente modificación normativa sobre el problema 

en particular de la “violencia familiar”, que ha determinado un 

nuevo panorama procedimental en el ámbito jurisdiccional, 
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consideramos que existen varias aristas que no han sido analizadas 

por parte del legislador, principalmente porque no tiene una 

verdadera percepción del problema que existe en nuestra sociedad. 

De este modo: 

 

 

a) La ausencia del Ministerio Público en la evaluación del caso, 

cuando la parte agraviada es una persona mayor de edad. 

 
 

b) La determinación de plazos conminatorios y con condiciones 

sancionatorias. 

 
 

c) La evaluación de “pericias” sin un protocolo de atención. 
 

 

Nos permite considerar que la legislación se modificó en base a una 

“política populista punitiva” sin medir el verdadero efecto de los 

resultados. 

 

 

Este punto principal es que nos permite delimitar los “resultados” 

de nuestro periodo de evaluación, año 2015, para así confrontar la 

proyección de resultados que tendrá la Ley Nº 30364, a partir del 

año 2016, toda vez que recién en el mes de junio el Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial aprobó e implementó los juzgados 

especializados en familia que atenderían casos de violencia familiar 

en el país. De este modo también excluimos el año 2017 porque al 

estar en curso, no se tienen elementos referenciales objetivos para 

ejecutar su evaluación. 

 

 

Delimitado el período de evaluación, los resultados obtenidos nos 

permiten sostener un punto de vista particular por cuanto desde 

que hemos podido participar de modo activo en la investigación 

fiscal de estas denuncias y en el mismo juzgamiento de casos ante 
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el Poder Judicial, nuestra mayor referencia está centrada en la 

evaluación psicológica de las partes en estos procesos. 

 

 

De este modo la “prueba pericial” técnica y de oficio se convertirá 

en el elemento central del proceso en casos de violencia familiar 

antes de la promulgación de la Ley Nº 30364, y generaba una 

condición negativa desde el inicio de la investigación policial y fiscal 

al presunto agresor, quien debe ser evaluado en función a lo que la 

víctima inicialmente ha determinado en su acusación. 

 

 

Frente a esta situación no se tomaban en cuentan, situaciones en 

las cuales se desarrolla el contexto del problema familiar: 

 

 

a) El contexto económico, donde la referencia a la subsistencia 

familiar es uno de los elementos más referenciales para que 

se generen casos de violencia familiar. 

 
 

b) El contexto de las relaciones personales en la pareja 

conyugal o convivencial, debido principalmente al alto índice 

de casos de infidelidad y adulterio que se registran en el 

Distrito Fiscal de Tumbes. 

 
 

c) El problema de las crisis familiares por contradicciones en los 

intereses de los cónyuges o convivientes, los cuales al no 

poder solucionar sus conflictos personales, suelen dilatar la 

ejecución de un proceso judicial de divorcio, desarrollando 

una crisis material entre ellos que genera finalmente en un 

caso de violencia familiar. 

 

 

Lo mencionado nos ha permitido evaluar que en múltiples 

circunstancias los “elementos del conflicto material de la familia” 
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no son evaluados técnicamente por los psicólogos y asistentes 

sociales del Poder Judicial y del propio Ministerio Público y esto 

provocaba que los fiscales y el propio juez desarrollen el proceso 

bajo un parámetro ambiguo. 

 

 

A la fecha, lamentablemente la vigencia de la Ley Nº 30364 

tampoco ha logrado mitigar esta situación, y señalamos esta 

posición conforme la evaluación que especialistas en la materia 

están exponiendo en diferentes foros cuestionando severamente el 

alcance de la norma, habida cuenta no sólo la limitación del actuar 

fiscal (desde la nueva ley, los Fiscales de Familia y/o Mixtos sólo 

conocíamos - a nivel policial - casos de violencia familiar cuando la 

parte agraviada es un niño, niña o adolescente, luego desde el 

08/01/2017 al penalizarse la violencia familiar, sólo acudimos a las 

audiencias programadas en el Poder Judicial), sino también la 

demora de los procesos judiciales en programar la audiencia 

respectiva y dictar la Medida de Protección (cuando antes las 

Medias de Protección eran dictadas por el Ministerio Público dentro 

de las 48 horas de producido el hecho), debido a la sobrecarga de 

expedientes y a otros factores como las paralizaciones y huelgas de 

los servidores judiciales y/o fiscales. 

 

 

Consecuentemente, los medios probatorios actuados generaban 

una situación “objetiva” que era determinante para la 

fundamentación de las sentencias judiciales, que si bien eran 

favorables al Ministerio Público y a la víctima, estas no 

garantizaban un nivel de imparcialidad judicial y provocaban 

el quiebre de principios de orden constitucional y procesal, los 

cuales nos permiten sostener la presente investigación de tesis. 
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4. FORMULACIÓN DE LA PREGUNTA PROBLEMATIZADORA 
 

 

De conformidad a los puntos expuestos anteriormente formulamos 

la siguiente cuestión como eje temático principal de nuestra 

investigación: 

 

 

¿Las evaluaciones periciales ejecutadas en las 

investigaciones y procesos judiciales por violencia 

familiar desarrolladas en el año 2016, se ajustan a los 

parámetros del debido proceso, tutela judicial efectiva y 

otros principios de orden constitucional y procesal 

aplicables al desarrollo de un expediente judicial? 

 
 
 

 

5. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DEL ESTUDIO 
 

 

Justificamos y validamos nuestra propuesta de investigación en 

mérito a la evaluación de los dictámenes periciales emitidos por los 

señores psicólogos del Ministerio Público y del Poder Judicial que 

evaluaban casos de violencia familiar en sus respectivas entidades: 

Instituto de Medicina Legal y Equipo Multidisciplinario de los 

Juzgados de Familia. 

 

 

Evaluación que consideramos entre otros factores: 
 

 

a) Limitada en cuanto a los alcances que se desprenden, por 

cuanto las pericias no son completas, al ser emitidas por 

peritos que no cuentan con especialidad en el ámbito de 

conflictos familiares. 
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b) Desvinculantes con el desarrollo del conflicto familiar en 

evaluación. 

 
 

c) Subjetivas, por cuanto no permiten evaluar un examen 

pericial en función a un protocolo de análisis, el cual no 

existe. 

 
 

d) Parcializadas, debido a que para toda referencia compleja, se 

termina deduciendo una “situación de crisis y estrés” que 

conlleva a la violencia familiar. 

 

 

Ante estos factores es que consideramos que como fiscales en la 

especialidad de familia, no podemos seguir utilizando las pericias 

psicológicas de nuestra propia institución porque estas no permiten 

valorar el caso en evaluación y genera una situación de asignación 

de responsabilidades desproporcionales a los hechos. 

 

 

La gravedad de esta afirmación se confirma cuando en el ámbito 

judicial, el Juez valida estos informes y emite una sentencia judicial 

(desde el mes de noviembre del 2015 con la nueva ley: auto final), 

sin tomar en cuenta el contexto familiar en el cual se desarrolla la 

crisis que provocó la crisis familiar. 

 
 
 

 

6. OBJETIVOS. 
 

 

Se plantea alcanzar los siguientes objetivos: 
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Objetivo General  Objetivo Específico  
  

Evaluar el contexto de la crisis Analizar  la  problemática  de  la 

familiar en el país y analizar los violencia  familiar  en  el  ámbito 

casos de violencia familiar  jurisdiccional en el Distrito Fiscal 

    de Tumbes para así describir la 

    crisis  familiar  que  motiva  las 

    acciones de violencia.  
    

Condicionar el desarrollo de una Plantear un mecanismo  idóneo 

evaluación de medios para   la   formulación   de   la 

probatorios de oficio y de parte evaluación psicológica y 

respecto de la evaluación de los psiquiátrica, que en la actualidad 

perfiles   psicológicos de las no   tienen   un   protocolo   de 

partes en conflicto.   atención.    

     

Ponderar una evaluación de los Regular un mecanismo que 

“medios probatorios” en permita  al  juez  ponderar  las 

evaluación enel proceso diferentes pruebas   periciales 

judicial.    para  la  determinación  de  un 

    proceso judicial   seguido por 

    violencia familiar.  
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SEGUNDA PARTE 
 

 

DESARROLLO DE LA INVESTIGACIÓN Y DEL MARCO 
 

TEÓRICO DE LA TESIS 
 

 

1. ANTECEDENTES EN LA EJECUCIÓN DE LA 

INVESTIGACIÓN. 
 
 
 

 

En el ámbito del derecho probatorio
1
, donde delimitamos el punto 

neurálgico de la presente tesis, consideramos oportuno señalar que 

hemos buscado información bibliográfica, en la especialidad de 

derecho procesal, derecho civil, derecho probatorio (en el ámbito 

penal) y no hemos ubicado ningún material (libro o revista) que 

evalúe la pericia psicológica respecto de sus alcances en el ámbito 

de la evaluación de las decisiones fiscales o judiciales, esto porque 

los magistrados sólo utilizan esta información (la pericia 

psicológica) en complementación con: 

 

 

a) La evaluación de los elementos de hecho y derecho 

aportados por las actuaciones procesales de las partes. 

 
 

b) La evaluación de otros medios probatorios aportados por las 

partes y la evaluación de los medios de prueba de oficio que 

se pudieran determinar. 

 
 

c) La evaluación de los comportamientos procesales y actuación 

del mismo proceso. 
 
 
 
 
 

 
1 ESPINOZA LÓPEZ, Luis (21986) Derecho probatorio. Curso teórico práctico. Bogotá, 
Ediciones Librería del profesional.
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d) La evaluación resoluciones o sentencias judiciales que 

eventualmente pudieran vincularse sobre la materia si toman 

en cuenta la actuación de las partes. 

 

 

Por estas razones, podemos sostener que la bibliografía jurídica es 

sumamente escasa y eventualmente el único especialista que tiene 

trabajos registrados sobre la materia es el profesor que nos ha 

brindado asesoría: Manuel Bermúdez Tapia, que registra trabajos 

en Gaceta Jurídica, en los especiales de Gaceta Civil y Gaceta 

Constitucional, los cuales han permitido confirmar preliminarmente 

nuestra posición como fiscal, respecto de la valoración de una 

pericia psicológica. 

 

 

Bajo este contexto, a la fecha se debe señalar que a la escasa 

bibliografía existente, se debe tener presente: 

 

 

a) No existen elementos jurisprudenciales que hayan sido 

evaluados por la doctrina nacional, toda vez que a julio 

2017 no se han registrado aún sentencias condenatorias en 

el ámbito penal por violencia familiar
2
. 

 

b) No existen elementos jurisprudenciales que registren la 

protocolización de una pericia psicológica respecto de casos 

de violencia familiar
3
. 

 

Este factor incide negativamente en la sistematización de 

las pericias y queda a discrecionalidad del psicólogo y por 
 
 

 
2
 HAWIE LORA, Milagros (2017) Violencia familiar: análisis sustantivo, procesal y 

jurisprudencial. Lima, Gaceta Jurídica.  
3 LEWIN, Elizabeth (2014) Comprensión de los nudos institucionales en el abordaje de la 
violencia contra las mujeres en la pareja. P. 187-210. En: Universitas Humanística. Vol. 
78, Julio-diciembre 2014-
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ello no puede constituir un elemento referencial porque a 

diferencia del proceso penal, las pericias sí cuentan con 
 

protocolos de validación, formalización e instrumentalización 

en el desarrollo del proceso. 

 

 

c) No existen estudios sobre la jurisprudencia aplicable a la 

materia, porque no existe jurisprudencia, dado que la 

mayoría de procesos judiciales sobre la materia son 

decretados a archivamiento porque no es posible desarrollar 

las pericias psicológicas porque no existe un método para 

evaluar el “daño psicológico”. 

 

 

Para ello se debe tener en cuenta que la pericia psicológica 

debe evaluar un contexto referencial sobre la personalidad 

afectada por un acto de violencia familiar en la víctima y ello 

es totalmente distinto a una evaluación psiquiátrica, donde 

los estudios biológicos, principalmente en el ámbito neuronal 

sí pueden generar resultados objetivos, porque es posible 

acreditar alguna lesión, daño o afectación. 

 

 

La mención de estos factores, nos permite sostener nuestra 

posición en el desarrollo de la investigación. 

 
 
 

 

2. MARCO REFERENCIAL DE LA INVESTIGACIÓN. 
 

 

Uno de los aspectos más importantes de nuestra investigación es el 

análisis del contexto normativo, principalmente porque de este 

“cuerpo de normas” se debería desprender un esquema de trabajo 

para la evaluación de pericias en el ámbito psicológico para así 

atender mejor la propuesta de solución que debe emitir el Poder 
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Judicial frente al contexto de la violencia familiar y por ello 

debemos evaluar la siguiente estructura normativa, que ha sido 

clasificada en base a una “especialidad”: 

 

 

a) Violencia familiar 
 

 

i. Decreto Supremo N° 006-97-JUS, Texto Único Ordenado de 

la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, Ley N° 

26260. 

 

 

ii. Decreto Supremo N° 002-98-JUS, Reglamento del Texto 

Único Ordenado de la Ley de Protección frente a la Violencia 

Familiar, Ley N° 26260. 

 

 

iii. Decreto Legislativo N° 635, Código Penal (lesiones y faltas 

agravadas por violencia familiar) 

 
 

iv. Ley N° 27306, Ley que modifica el Texto Único Ordenado de 

la Ley No 26260, “Ley de Protección frente a la Violencia 
 

Familiar”. 
 

 

v. Ley N° 29990, Ley que modifica el artículo 170° del Código 
 

de los Niños y Adolescentes, el Artículo 7-A del Decreto 

Legislativo 1070, Decreto Legislativo que modifica la Ley Nº 

26872, Ley de Conciliación; y el Artículo Nº 7 de la Ley Nº 

27939, Ley que establece el procedimiento en casos de faltas 

y modifica los Artículos 440, 441, y 444 del Código Penal, a 

fin de eliminar la conciliación en los procesos de violencia 

familiar. 
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vi. Ley Nº 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

familiar y su Reglamento. 

 
 

 

b) Hogares de refugio. 
 

 

i. Ley N° 28236, Ley que crea Hogares de Refugio Temporal 

para las Víctimas de Violencia Familiar. 

 
 

ii. Decreto Supremo N° 007-2005-MIMDES, Reglamento de 

la Ley N° 28236 “Ley que crea Hogares de Refugio 
 

Temporal para las Víctimas de Violencia Familiar”. 
 

 

iii. Ley N° 27637, Ley que crea Hogares de Refugio 

Temporales para Menores Victimas de Violación Sexual. 

 
 

iv. Decreto Supremo N° 003-2003-MIMDES, Reglamento de 

la Ley de Creación de Hogares de Refugio Temporales 

para Menores Víctimas de Violación Sexual. 

 
 
 

 

c) Feminicidio. 
 

 

i. Ley N° 30068 Ley que incorpora el artículo 108-B al 

Código Penal y modifica los artículos 107°, 46-B y 46-C 

del Código Penal y el artículo 46° del Código de Ejecución 

Penal, con la finalidad de prevenir, sancionar y erradicar el 

feminicidio. 
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d) Trata de personas. 
 

 

i. Ley N° 28950, Ley contra la Trata de Personas y el Tráfico 

Ilícito de Migrantes. 

 
 

ii. Decreto Supremo 007-2008-IN, Aprueban Reglamento de la 
 

Ley N° 28950, Ley contra la Trata de 
 

Personas y Tráfico Ilícito de Migrantes. 
 
 
 
 
 

e) Hostigamiento sexual. 
 

 

i. Ley N° 27942, Ley de Prevención y Sanción del 

Hostigamiento Sexual y sus modificatorias. 

 

 

ii. Decreto Supremo N° 010-2003-MIMDES, Reglamento de la 

Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual. 

 
 

iii. Ley   N°   29430,   Ley   de   Prevención   y   Sanción   del 
 

Hostigamiento Sexual, Ley que modifica la Ley N° 27942. 
 
 
 
 
 

f) Acoso sexual. 
 

 

i. Ley N° 30314, Ley para Prevenir y Sancionar el Acoso 

Sexual en Espacios Públicos. 

 

 

En este punto debemos señalar que toda esta estructura 

normativa, constituye nuestro contexto referencial, porque en base 

a ella es que se desarrollan los procesos vinculados al ámbito de la 

violencia familiar, en forma general. 
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Sobre este panorama, manifestamos que nuestro principal interés 

se focaliza en la evaluación y estudio de las pericias psicológicas 

que se utilizan en los procesos de violencia familiar, al considerar 

que en dicho ámbito es donde radica el problema que actualmente 

genera la disfuncionalidad del sistema jurisdiccional respecto de 

estos casos de violencia social en el ámbito familiar. 

 
 
 

 

3. MARCO TEÓRICO UTILIZADO EN LA INVESTIGACIÓN. 
 

 

A continuación se desarrolla el marco teórico aplicable a la 

investigación, la cual ha sido dividida en capítulos, para su mejor 

análisis. 

 

 

Detallamos que en esta sección se presentarán los “capítulos” que 

desarrollan nuestra investigación y que están estructuradas en 

función a una condición particular, permitiendo desarrollar un 

“esquema general” de evaluación del contexto problemático a un 

“esquema individual” de análisis de la hipótesis y por ello es que se 

presenta la siguiente estructura. 
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CAPÍTULO I. 
 

 

LOS PROCESOS JUDICIALES EN DONDE SE ANALIZAN CASOS 

DE VIOLENCIA FAMILIAR 

 

 

Durante los últimos veinte años, la incidencia de casos de violencia 

familiar se ha incrementado tanto en el ámbito social como en el 

ámbito jurisdiccional, motivados por una serie de factores que en 

conjunto han elevado los niveles de violencia en la cual la sociedad 

peruana registra el desarrollo, crisis y decaimiento de las relaciones 

familiares
4
. 

 

Bajo este contexto preliminar, la presente investigación se va a 

centrar en el análisis de casos de familias en crisis en los cuales se 

ha registrado una o varias situaciones de violencia familiar, en sus 

tres modalidades: 

 

 

a) Violencia física, la cual es la forma más visible y registrable en 

el ámbito jurisdiccional. 

 
 

b) Violencia psicológica, principalmente provocado por las 

situaciones de inestabilidad personal de una parte sobre su 

propia familia, la cual se puede desarrollar a un nivel individual 

respecto de la pareja (cónyuge, conviviente, pareja o ex 

pareja), sobre los hijos o los demás integrantes del grupo 

familiar. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

4
 HAWIE LORA, Milagros (2017) Violencia familiar: análisis sustantivo, procesal y 

jurisprudencial. Lima, Gaceta Jurídica. 
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c) Violencia económica, principalmente vinculado al contexto de 

sujeción de una parte débil sobre la condición económica que 

desarrolla la parte más agresiva de una pareja. 

 

 

Circunstancias de violencia familiar en las cuales no se puede 

limitar un estudio a nivel de postgrado, como la presente Tesis 

para optar el grado académico de Magister en Derecho 

Constitucional y Gobernabilidad, por cuanto en nuestra condición 

de fiscales del Ministerio Público, podemos acreditar en forma 

objetiva que existen una serie de variables que no suelen ser 

registrados en el ámbito jurisdiccional y con ello la negativa 

evaluación que se ejecuta en este tipo de procesos judiciales. 

 

 

En base a este detalle, se presenta el capítulo inicial de nuestra 

investigación. 

 

 

1.1. EL INCREMENTO DE LOS NIVELES DE VIOLENCIA EN 

LAS FAMILIAS. 

 

 

Iniciaremos el estudio de nuestra Tesis sobre la base de la 

evaluación de las razones por las cuales la violencia (en general) se 

han acrecentado en la realidad nacional. 

 

 

Para ello analizaremos las siguientes estadísticas: 
 

 

a) Cuadro estadístico elaborado por el Ministerio de la 

Mujer, Centro de Emergencia Mujer, en función al 

“Programa Nacional contra la Violencia Familiar y 

Sexual”. 
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Nótese que esta estadística nos permite evaluar el 

contexto problemático entre los años 2002 al 2015. 

 

 

La fuente figura en el mismo cuadro pero se ha 

extraído de un informe presentado al Congreso de la 

República
5
. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

b) Estudio del Ministerio de la Mujer que detalla el nivel de 

violencia, según víctima por departamento. 

 
 

Este  estudio  nos  permite  afirmar  que  para  el  caso 
 

particular de Tumbes, la incidencia de casos de 

violencia familiar es del 32.3% para las mujeres, lo 

cual conlleva a sostener que el volumen masivo de 
 
 

5 CONGRESO DE LA REPÚBLICA (2016) Violencia contra la mujer y feminicidio en el Perú.
 

Recuperado el 20-70572017 de 
http://www2.congreso.gob.pe/sicr/cendocbib/con4_uibd.nsf/D1896DAED2492AC6052580 

4300715B89/$FILE/48_INFTEM04_2015_2016_violencia_cont_mujer.pdf 
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casos de atención de casos en todas las especialidades 

jurisdiccionales, permite evaluar que los problemas no 

logran ser solucionados por el sistema judicial ello 

principalmente a la complementación de varios 

factores. 

 

 

El primero de ellos es la evaluación negligente que se 

ejecuta a las personas que forman parte de este 

problema. 

 

 

La media a nivel nacional es de aproximadamente del 

33.1% de casos de incidencia sobre violencia familiar y 

por ello es que casos en la especialidad de derecho 

civil, en materia penal y en casos de la especialidad de 

familia, resulta vinculante nuestra investigación porque 

todo el proceso se desarrollará en base a la evaluación 

de los medios probatorios presentados por las partes y 

su validación en el proceso por la ejecución de una 

pericia de oficio: la pericia psicológica. 

 

 

Si eventualmente esta pericia resulta ser negativa en 

cuanto a su desarrollo y nivel de aplicabilidad, el mismo 

proceso judicial se encuentra en un nivel de deficiencia 

y que valida nuestra inicial posición crítica contra las 

pericias psicológicas que actualmente se practican en el 

ámbito del Ministerio Público y del Poder Judicial. 

 

 

Así el cuadro es el siguiente
6
:  

 
 
 

6 CONGRESO DE LA REPÚBLICA (2016) Violencia contra la mujer y feminicidio en el Perú. Recupera do el 20-70572017 de 
http://www2.congreso.gob.pe/sicr/cendocbib/con4_uibd.nsf/D1896DAED2492AC60525804300715B89/$FILE/48_INFTEM04_ 
2015_2016_violencia_cont_mujer.pdf 
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http://www2.congreso.gob.pe/sicr/cendocbib/con4_uibd.nsf/D1896DAED2492AC60525804300715B89/$FILE/48_INFTEM04_2015_2016_violencia_cont_mujer.pdf


 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

c) Existe un nivel estadístico que detalla que la gran parte 

de víctimas afectadas son mujeres. 

 
 

Esto es importante a detallar porque parecería ser que 

sólo pueden ser consideradas víctimas las mujeres y 
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los estudios oficiales nos permiten sostener que no 

existe el registro de víctimas en menores de edad o en 

tercera edad
7
. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

d) Las estadísticas oficiales del Ministerio de la Mujer para 

el año 2016, respecto del registro de estadísticas 

afectadas por violencia familiar en el país, por Región. 

 
 

En este sentido analizaremos sólo la realidad donde se 

desarrolla nuestra investigación: Tumbes
8
. 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
7 CONGRESO DE LA REPÚBLICA (2016) Violencia contra la mujer y feminicidio en el Perú.

  

Recuperado el 20-70572017 de 
http://www2.congreso.gob.pe/sicr/cendocbib/con4_uibd.nsf/D1896DAED2492AC6052580 
4300715B89/$FILE/48_INFTEM04_2015_2016_violencia_cont_mujer.pdf  
8 MINISTERIO DE LA MUJER (2017) Repositorio digital de violencia familiar 2016. 
Recuperado el 18/0672017 de: http://www.repositoriopncvfs.pe/estadisticas/ 
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e) Registro de que de cada diez casos de conflictos 

familiares en el Poder Judicial, seis de estos casos, 

están vinculados a casos de violencia familiar
9
. 

 

f) Registro total de denuncias por violencia familiar a nivel 

nacional, en todas las jurisdicciones (civil, penal y 

familia) en todas los Distritos Judiciales en el país: 

197,485 denuncias. 

 
 

g) Registro total de dependencias jurisdiccionales en el 

país en temas vinculados a la atención de casos de 

familia: 438 órganos jurisdiccionales especializados de 
 

familia a nivel nacional, 406 permanentes y 32  
 

9
  PODER JUDICIAL (2017) Poder Judicial inaugura módulo para casos de violencia de 

género. Recuperado el 19/07/2017 de: 
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/cortesuprema/s_cortes_suprema_home/as_inic 

io/as_enlaces_destacados/as_imagen_prensa/as_notas_noticias/2017/cs_n_pj_inaugura_ 
modulo_para_casos_de_violencia_de_genero_07032017 
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transitorios, los que están distribuidos de la siguiente 

manera: 85 juzgados civiles, 177 juzgados de familia y 

176 juzgados mixtos
10

. 

 

Este punto es importante de detallar, si tomamos en 

cuenta que no figuran los registros de casos en materia 

penal o civil en forma exclusiva y que tampoco figuran 

los datos a nivel del Ministerio Público. 

 

 

El detalle de estos elementos estadísticos nos permite evaluar 

primero el contexto general y nos permite sustentar de modo 

objetivo que el “proceso judicial” por su impacto social y por su 

importancia ante los derechos y obligaciones de las partes no debe 

estar supeditado a una cuestión discrecional en la cual se ejecuta la 

pericia psicológica. 

 

 

Existen pocos estudios científicos que detallan las razones por las 

cuales la violencia en el Perú se han incrementado a niveles de 

alarma social
11

, porque estos casos están registrado una serie de 

situaciones mucho más complejas, como por ejemplo el incremento 

de casos de feminicidio y de violación sexual de hijos o de menores 

familiares en casos de familias disfuncionales. 

 

 

La mayoría de los estudios desarrollados sobre la violencia no 

logran explicar el fenómeno que provoca la génesis de este 

problema social, sin tomar en cuenta que la violencia no sólo se ha 
 
 

10 PODER JUDICIAL (2017) Denuncias por violencia de género. Recuperado el 15/07/2017
 

de 
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/cortesuprema/s_cortes_suprema_home/as_inic 

io/as_enlaces_destacados/as_imagen_prensa/as_notas_noticias/2017/cs_n_pj_recibio_1 

97_mil_denuncias_violencia_familiar_19042017  
11 MILJANOVICH, Manuel (2013) Violencia familiar: modelos explicativos del proceso a 
través del estudio de casos. P. 29-44. En: Revista de investigación en psicología. Vol. 16, 
Nº 1, 2013
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desarrollado en el ámbito de las relaciones familiares, sino también 

en el ámbito social, así es posible observar algunos rasgos de 

violencia en nuestra sociedad, expuestos en: 

 

 

a) Casos de discriminación social. 
 

 

Los casos más usuales en los cuales se desarrolla la violencia 

social en nuestro país, por cuanto la inmensa mayoría de la 

población lo desarrolla, sobre todo para exponer alguna 

“particularidad” frente a quien se ejecuta una evaluación 

negativa
12

. 

 

Factores vinculados al ámbito de la procedencia geográfica en 

cuanto al nacimiento de una persona, al origen étnico o las 

condiciones socioeconómicas de una persona son factores 

recurrentes para evaluar el desarrollo de una crisis social que no 

evalúa el contexto secundario de estos actos de discriminación, 

que se incrementan en actos de racismo. 

 

 

b) Casos de racismo. 
 

 

Situación provocada en forma agravante a los casos de racismo, 

en donde ese desarrolla una acción directa de maltrato sobre 

una persona en función a algún rasgo o personal o social o 

económico y que suele pasar por “desapercibido” por la 

sociedad
13

. 
 
 
 
 
 
 

12 GIUSTI, Miguel (2011) Violencia social y ciudadanía. P. 34-45. En: Quehacer, Nº 184, 
Octubre-Diciembre 2011

  

13 FRAGOZA, Ada (2012) La violencia social, la violencia familiar y una mirada desde la 
responsabilidad social. P. 127-133. En: Anuario de Psicología jurídica. Vol. 22.
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Así el maltrato que usualmente el empleador genera sobre sus 

empleados tratándolos en base a las condiciones étnicas o socio 

económicas de los empleados es una forma habitual de registrar 

actos de racismo. 

 

 

c) Casos de moobing laboral. 
 

 

Generalmente registrados en el ámbito de las relaciones 

laborales en una determinada entidad donde los propios 

trabajadores ejecutan actos contra uno o varios compañeros con 

el objeto de provocar una mala situación personal o una 

condición negativa frente a los empleadores
14

. 

 

d) Bullying. 
 

 

Registrado sobre todo en menores de edad, en condición 

escolar, donde se registra el contexto de la violencia social en su 

mayor medida. 

 

 

Este comportamiento está siendo recientemente evaluado y se 

procura analizar las razones por las cuales unos niños o 

adolescentes se comportan negativamente frente a sus propios 

compañeros y nos permite sostener que los actos de violencia 

social son expresiones que han calado en el subconsciente de 

los niños y adolescentes en edad escolar que trasladan algunos 

parámetros de violencia en su propio contexto
15

. 
 
 
 
 
 

 
14 ALCALÁ, Ofelia (2011) Moobing: el peligroso fantasma de las instituciones. P. 111-144. 
En: Hospitalidad ESDAL, Enero – junio 2011.

  

15 BLEICHMAR, Silvia (2008) Violencia social – violencia escolar: de la puesta de límites a 
la construcción de legalidades. Buenos Aires, Noveduc, p. 34
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e) Casos de trata de personas en el ámbito laboral. 
 

 

Una de las muestras más visibles de maltrato y de violencia en 

el ámbito social se refleja en la actual condición económica 

laboral de la población económicamente activa que no cuenta 

con estudios técnicos o profesionales. 

 

 

Dicha condición negativa se detalla en las condiciones muy 

negativas en las cuales se desarrollan determinadas actividades 

laborales en contra de los derechos de los trabajadores, que 

pueden ser expuestos en casos puntuales, como por ejemplo: 

 

 

i. El registro de un horario laboral superior a las diez 

horas. 

 
 

ii. El registro de condiciones laborales de ejecución de 

la prestación laboral en forma de encierro. 

 
 

En este punto, recuérdese el contexto en el cual se 

desarrolló el incendio de Mesa Redonda en la ciudad 

de Lima el 12 de junio del presente año, donde se 

registró el hecho de que empleados de una empresa 

fueron “encerrados” en una caseta para que estos 

puedan cumplir sus labores
16

. 

 

iii. El registro de casos de acoso sexual a empleadas 

por parte de autoridades o jefes laborales
17

. 
 

 
16

 EL COMERCIO (2017) Todo sobre el incendio de Mesa Redonda. Recuperado el 
30/07/2017 de: http://elcomercio.pe/lima/sucesos/incendio-mesa-redonda-interactivo-
434171  
17 CANESSA MONTEJO, Miguel (2011) La violencia política en el mundo laboral peruano. P. 
85-106. En: Debates en Sociología. Nº 36, 2011
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Situaciones que sin una mayor explicación nos permiten sostener 

que vivimos en un contexto de violencia generalizado y que de 

alguna manera nos permite sostener nuestra posición en la 

presente investigación, toda vez que consideramos que los motivos 

por los cuales se desarrollan casos de violencia familiar están 

vinculados a este ambiente socio cultural, en donde los actos de 

violencia no están evaluados como elementos negativos en nuestra 

relación e interacción social, por la elevada permeabilidad a estos 

casos. 

 

 

Adicional a lo descrito, se debe detallar que nuestra sociedad 

registra situaciones de machismo social, con lo cual la mujer 

(usualmente) es prácticamente negada en el ejercicio de sus 

derechos por parte de los varones y con ello en el ámbito familiar 

se desarrolla una condición que explota en casos que se 

judicializan. 

 

 

Sólo para efectos de finalizar en este punto, si a la mujer que 

eventualmente puede disponer de mecanismos de acceso a 

prestaciones de servicio de justicia, tanto en forma directa como 

indirecta, permite evaluar un resultado negativo sobre una 

evaluación de violencia social contra la mujer, es posible 

determinar en forma preliminar que estas condiciones se agudizan 

negativamente en casos de: 

 

 

h) Menores de edad, porque no pueden acceder a 

mecanismos de tutela de derechos en forma directa. 
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i) Personas mayores de edad (tercera edad), debido a 

condiciones propias de la salud, locomoción y/o 

dependencia económica. 

 
 

j) Personas provenientes de zonas geográficas y de etnias 

indígenas. 

 
 

k) Personas provenientes de procesos de migración sin 

documentación, como por ejemplo lo que viene 

sucediendo en el país durante los últimos años, donde 

muchos venezolanos están siendo sometidos a trabajos 

denigrantes porque no poseen documentación legal que 

les permita acceder a una fuente laboral digna
18

. 

 

La violencia por tanto, es un factor que sólo representa a la 

sociedad peruana y por ello nos avocamos a estudiarla para así 

plantear un mecanismo de solución en lo jurisdiccional, por cuanto 

desempeñamos una función en el ámbito fiscal en el Ministerio 

Público y es nuestra obligación procurar alcanzar un mecanismo de 

solución idóneo a un problema que se limita y condiciona al ámbito 

procesal y procedimental. 

 
 
 

 

1.2. LOS CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR NO 

JUDICIALIZADOS. 

 

 

Producto de los casos detallados en el punto anterior, tanto en el 

ámbito policial, fiscal o judicial, es posible observar dos condiciones 

materiales habituales: 
 
 

 
18 DESCO (2016) Perú hoy: desigualdad y desarrollo. Lima, Desco. P. 21
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a) El desconocimiento de las partes de la posibilidad de 

denunciar situaciones de violencia familiar, en cualquiera de 

sus modalidades
19

. 

 

En este ámbito, la condición más habitual que se registra en 

el contexto de la violencia familiar es el hecho de que las 

víctimas no conocen el alcance de sus derechos y ello 

perjudica sobre manera la tutela de los mismos. 

 
 

Situación que se expresa principalmente en el ámbito de 

asumir una condición pasiva frente a estos actos, asumiendo 

una condición en la cual es la propia víctima la que provocó 

una situación “de problemas familiares” sin tomar en cuenta 

que esta condición es un acto manifiesto de violencia 

doméstica y que se complementa con una actitud machista 

de parte de los miembros masculinos de la propia familia, 

que no valoran el impacto negativo de dichos actos
20

. 

 

La percepción de no contar con el apoyo familiar o social en 

casos de violencia doméstica, es uno de los principales 

factores que inciden en la ignorancia de una víctima de 

violencia familiar en no desarrollar un mecanismo de consulta 

o de averiguar que acciones podría tomar, tanto en lo 

personal como en lo legal. 

 
 

b) La poca accesibilidad a alguna medida de asesoría legal 

eficiente y directa para las víctimas de violencia familiar. 
 

 
19 RAMOS RIOS, Miguel (2013) Violencia familiar: protección de la víctima frente a las 
agresiones infrafamiliares. Lima, Lex & Juris, p. 235

  

20 COTERA, Luis (2008) Percepciones de las mujeres víctimas de la violencia conyugal 
respecto al servicio brindado por las redes sociales. Lima, Tesis PUCP. P. 24
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Principalmente debido a la escasa capacidad y autonomía 

económica de las víctimas que relacionan dicha condición con 

la incapacidad para ejecutar una defensa de sus derechos 

eficaz en el ámbito jurisdiccional
21

. 

 

El Estado peruano brinda asesoría legal a estas personas, 

sobre la base de: 

 

 

i. Las acciones que ejecuta el Ministerio de la Mujer a 

través de los Centros de Emergencia Mujer (CEM), las 

cuales están determinadas a la atención de la víctima 

frente a casos de violencia familiar, existiendo una gran 

demanda por parte de los usuarios. 

 
 

ii. Las acciones que ejecuta el Ministerio de Justicia a 

través de la Defensa Pública al realizar ferias y charlas 

informativas sobre violencia familiar, pudiendo afirmar 
 

– sin embargo - que en este tema, al menos en la 

ciudad de Tumbes, no se cuenta con personal suficiente 

para la atención de estos casos, dado que la mayoría 

de profesionales se desempeñan en el área penal. 

 
 

iii. Las acciones que ejecuta el Ministerio del Interior a 

través de las Secciones de Violencia Familiar que 

existen en cada dependencia policial con la finalidad de 

atender a víctimas de violencia familiar. 
 
 
 

 
21

 VELIZ VALLADOLID, Laura (2016) La influencia de las redes de políticas públicas en el 
proceso de implementación del programa nacional contra la violencia familiar y sexual 
como política de control para la reducción de la violencia contra la mujer. Lima, Tesis 
PUCP. P. 87
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Como se podrá observar, existen mecanismos legales e 

institucionales pero en el ámbito de la formalidad, dado que 

materialmente no pueden atender casos masivos que se 

suscitan en la realidad social nacional. 

 

 

c) La relativa condición económica negativa de la víctima. 
 

 

Uno de los grandes inconvenientes en las víctimas en casos 

de violencia familiar es el poco seguimiento de sus denuncias 

o procesos judiciales porque existe un problema económico 

en el sustento de los mismos. 

 
 

La economía familiar ante este tipo de situaciones es 

usualmente afrontada por la propia víctima y por ello no 

puede continuar activamente con las denuncias o los 

procesos judiciales iniciados y ante ello, la mayoría de las 

denuncias suelen caer en el ámbito procesal del abandono
22

. 

 

La ausencia del agresor en la familia, o las condiciones que 

impone en casos de denuncia ante la Policía o ante el 

Ministerio Público son factores que provocan una mayor dosis 

de violencia en el ámbito del hogar y limitan el desarrollo de 

la defensa de la víctima, porque ella misma toma una 

posición ambigua ante la afectación de sus derechos porque 

no puede tomar una decisión autónoma, dado que su 

posición podría perjudicar a los hijos que tuviera a carga, 

debido a la condición económica de la cual se aprovecha el 

agresor. 
 
 

 
22

 FERNÁNDEZ GONZALES, Liria, CALVETE, Esther y ORUE, Izaskun (20017) Mujeres 
víctimas de violencia de género en centros de acogida: características sociodemográficas 
y del maltrato. P. 9-17. En: Psychosocial Interventio. Abril 2017. 
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Producto de estas condiciones es que lamentablemente las víctimas 

no logran ejecutar acciones de defensa directa, inmediata o eficaz 

de sus derechos. 

 
 
 

 

1.3. LOS CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR QUE SE 

JUDICIALIZAN. 

 

 

En el desarrollo de este acápite, presentaremos la siguiente 

información estadística oficial: 

 

 

Los datos han sido obtenidos del Instituto Nacional de Estadística e 

Informática y son de conocimiento público y lo trataremos de 

limitar para el caso de la realidad de Tumbes, nuestro ámbito 

geográfico donde desarrollamos la investigación. 

 

 

En el presente cuadro, podemos observar, el elevado nivel de 

denuncias formalizadas por violencia familiar, en todas sus 

variantes. 
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Como resultado de una evaluación a la estadística, lo observado 

nos permite sostener que este registro no necesariamente permite 

conocer
23

: 

 

a) El número de situaciones que no se han registrado a nivel de 

denuncia por violencia familiar, con lo cual se genera una 
 

cifra  negra  de  criminalidad en  especialidad  muy  elevada,  
 
 
 
 

 
23 INEI (2016) Estadísticas. Índice temático. Recuperado el 
18/07/2017 de: https://www.inei.gob.pe/estadisticas/indice-
tematico/crimes/ 

 
 

 

51 

https://www.inei.gob.pe/estadisticas/indice-tematico/crimes/
https://www.inei.gob.pe/estadisticas/indice-tematico/crimes/


 

dado que usualmente es proporcional esta situación a lo 

actos registrados como denuncias. 

 

 

b) No se hace un detalle pormenorizado por “género”, “edad”, 

“condición económica o social” y ello no permite una 

evaluación mucho más detallada. 

 
 

c) No se registra en qué ámbito ha sido el registro de la 

denuncia, dado que existe una multiplicidad de niveles en los 

cuales se pueda ejecutar una denuncia. 

 
 
 

 

En el siguiente cuadro, podemos observar la referencia al caso 

puntual de la Región de tumbes. 

 

 

Téngase en cuenta que son datos oficiales del INEI, al período de 

evaluación de la investigación
24

. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
24 INEI (2016) Estadísticas. Índice temático. Recuperado el 
18/07/2017 de: https://www.inei.gob.pe/estadisticas/indice-
tematico/crimes/ 
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En este sentido, la referencia sobre casos de maltrato psicológico 

es lo más usual en el ámbito jurisdiccional y es de donde se 

desprende la mayor “ejecución” de actos de evaluación pericial 

psicológica. 

 

 

Como resultado de este contexto, entonces podemos observar que 

las pericias tenían una mala configuración en cuanto a su diseño, 

ejecución y posterior emisión de informe al Juez o Fiscal, según sea 

el caso de donde se hubiere registrado. 

 

 

Esta información nos ha permitido validar nuestra inicial 

determinación del contexto problemático y nos permite señalar que 

para el caso particular de Tumbes, con una población muy reducida 

los casos de violencia familiar en los últimos años se ha ido 

incrementando, dando como resultado una serie de consecuencias: 

 
 
 

 

a) La división familiar en la mayoría de situaciones en las cuales 

se ha registrado un acto denunciado por violencia familiar. 

 
 

b) La ejecución de una serie de procesos judiciales para 

determinar derechos y obligaciones en progenitores sobre la 

tenencia, alimentos y régimen de visitas sobre los hijos. 

 
 

c) El desarrollo de niveles de violencia muy reiterativos y de 

una incidencia de perversión que se ha ido incrementando, al 

nivel de registrarse casos de feminicidio. 
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Esta conclusión preliminar se desprende de los siguientes cuadros 

del INEI
25

. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
25 INEI (2016) Estadísticas. Índice temático. Recuperado el 
18/07/2017 de: https://www.inei.gob.pe/estadisticas/indice-
tematico/crimes/ 
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En forma complementaria al punto anterior en el presente capítulo, 

en caso de que una denuncia por violencia familiar se judicialice, el 

resultado final ante una situación muy puntual: la violencia, no 

necesariamente tiene como resultado una acción puntual de parte 

del Poder Judicial o del Ministerio Público. 

 

 

En este sentido, el sentido de la presente investigación es indagar 

sobre las circunstancias que se generan en mérito a este punto en 

particular, por cuanto el resultado procedimental se debe 

principalmente al manejo procesal del expediente judicial. 

 

 

Así no toda denuncia por violencia familiar genera una “paz social 

en el ámbito familiar en caso de una familia en crisis” y esto 

porque en forma similar al punto anterior, las consecuencias en las 
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cuales se ejecuta una evaluación jurisdiccional del caso son muy 

amplias y estas inciden en: 

 

 

a) La asesoría legal proporcionada a la víctima, no siempre es la 

más eficaz. 

 
 

Los abogados que trabajan estos casos, no toman en cuenta 

que los casos de violencia familiar son complejos, especiales 

y sumamente puntuales a asuntos al interior de una familia 

en crisis, por tanto, su posición legal y objetiva suele no ser 

tomada en cuenta por la víctima, que no logra exponer su 

caso en forma específica frente al abogado. 

 
 

En esencia, no existe un correcto diálogo entre el abogado y 

la víctima de violencia familiar y ello provoca la limitación del 

abogado en la asesoría porque no logra comprender el 

contexto dramático en el cual se desarrolla la víctima. 

 
 

b) La asesoría legal no toma en cuenta el desarrollo del 

conflicto familiar en el tiempo. 

 
 

La mayoría de los abogados en casos de violencia familiar 

suelen desarrollar una acción directa en el manejo y análisis 

del expediente judicial y no prestan atención a los contextos 

personales y familiares en los cuales la víctima y el agresor 

desarrollan una vida familiar, ya sea en forma de convivencia 

en un hogar o están en domicilios diferenciados. 

 
 

Esta situación incide negativamente en la víctima que se 

siente desamparada en un apoyo técnico y legal en el 

seguimiento de su caso y considera que su débil posición no 
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puede ser observada por su propio abogado y por ello opta 

por no desarrollar todo el procedimiento de denuncia o el 

mismo seguimiento del proceso. 

 

 

c) El registro de casos de “reconciliación familiar”. 
 

 

Una de las principales causas que se registra en situaciones 

de violencia familiar es la reconciliación familiar, tomando en 

cuenta el desarrollo de la familia, el contexto de desarrollo 

de los hijos de la pareja o de condiciones económicas o 

sociales, es que las partes en medio de una violencia 

doméstica, asumen una nueva posición y optan por dejar los 

hechos violentos en una condición temporal pasada. 

 
 

Las mismas partes, tanto el agresor como la víctima, puede 

que no tengan en cuenta que esta situación es perjudicial 

para sus propios derechos e intereses, pero optan por poner 

una mejor condición familiar a la tutela de sus derechos en el 

ámbito personal. Por ello, en algunas Comisarías de la Policía 

Nacional del Perú incluso al momento mismo de llevarse a 

cabo la audiencia ante el Juez de Familia, es que la parte 

agraviada en oportunidades intenta “retirar la denuncia” 

porque las condiciones personales, familiares y sociales que 

rodean a la víctima resultan ser mucho más vinculantes que 

el propio dolor asumido por el maltrato. 

 
 

d) El surgimiento de nuevas condiciones en el trámite de una 

denuncia o proceso judicial por violencia familiar. 

 
 

En casos especiales y puntuales, el surgimiento de un 

proceso de embarazo tanto en la víctima como en una 
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tercera persona (“amante” o nueva pareja del agresor) 

provoca una reacción mucho más compleja en el ámbito del 

desarrollo de condiciones de violencia doméstica, 

principalmente debido a que estos motivos provocan la 

reacción sin control de la víctima y por ello las condiciones 

de violencia ahora se agudizan. 

 

 

La inicial forma de violencia expuesta por el agresor es 

complementada por la víctima y ante ello la violencia al 

interior del hogar se amplía en forma negativa y 

dependiendo de las condiciones en las cuales se ejecutan los 

hechos, se provoca una reacción de la víctima que pasa a 

tener condición de agresor. 

 

 

Como se podrá observar, el desarrollo de una denuncia o de un 

proceso judicial en el cual se analiza un caso de violencia 

doméstica no necesariamente permite evaluar lo que detalla la 

doctrina nacional con lo que cualquier magistrado detalla en su 

propia práctica en el día a día y nos permite manifestar que 

estamos ante situaciones muy particulares, especiales y también 

complejas que nos permiten evaluar el contexto de la violencia 

familiar tanto en forma orgánica como también en forma puntual, 

principalmente para el caso del objeto de estudio en la presente 

tesis. 

 
 
 

 

1.4. LOS CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR EN CASOS YA 

RESUELTOS JUDICIALMENTE. 

 

 

A pesar de las condiciones en las cuales se desarrollan los casos de 

violencia familiar en el país, tanto en una etapa no judicializada, 
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como en un seguimiento judicial, consideramos que no existe un 

verdadero estudio del desarrollo de estos casos, porque el período 

de evaluación del mismo está sumamente condicionado
26

. 

 

De este modo, casos de violencia doméstica no suelen ser tomados 

en cuenta en su verdadero contexto y por eso es que al analizarse 

denuncias sobre violencia doméstica, se puede observar que las 

mismas siempre contienen información referencial de situaciones 

producidas en épocas temporales diferentes al momento de los 

hechos que provocaron la denuncia o trámite del expediente 

judicial. 

 

 

La razón de esta condición, sólo se puede exponer en el ámbito de 

la práctica profesional en la especialidad y ello se debe 

principalmente a: 

 

 

a) El registro de situaciones en la memoria de la víctima que no 

fueron consideradas como un factor que provocase una 

denuncia en dicha época, principalmente al desconocimiento 

de sus derechos y ante la desinformación de las medidas que 

debía ejecutar en su momento. 

 
 

b) Condiciones de naturaleza económica o familiar que limitaban el 

ejercicio de una tutela de derechos por parte de las víctimas y 

ello debido a las condiciones que implica contar con una 

asesoría legal en forma directa, al no conocerse los mecanismos 

de apoyo y asistencia legal gratuitos que el Estado dispone para 

casos de violencia doméstica. 
 
 
 

 
26 NÚÑEZ MOLINA, Waldo (2009) Violencia familiar, comentarios a la Ley Nº 29282. Lima, 
Ediciones Legales. P. 110.
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En este ámbito Manuel Miljanovich desarrolla un estudio que 

detalla las condiciones por razones geográficas de este 

punto, y nos permite detallar que la violencia familiar se 

incrementa en contextos de pobreza económica
27

. 

 
 

 

c) Situaciones en las cuales las víctimas optan por atenuar el 

impacto negativo de la violencia doméstica debido a 

situaciones, como: 

 
 

i. Condicionamiento económico, principalmente cuando 

hay hijos de por medio. 

 
 

ii. Limitaciones en el cuidado y protección de los hijos, 

debido principalmente a la no disposición de recursos 

tanto económicos como materiales para ello
28

. 

 

iii. Condicionamiento   personal   para   el   desarrollo   de 
 

actividades personales productivas, debido 

principalmente al desarrollo previo de una condición de 

ama de casa que les impide acceder a mejores 

mecanismos laborales de producción ante terceros o en 

la misma sociedad. 

 

 

Finalmente todas estas situaciones descritas principalmente en el 

ámbito de la psicología, conforme se acredita en la bibliografía 

expuesta, nos permiten señalar que en casos de estudio y análisis 

de violencia familiar, existe un panorama muy amplio de temas y 
 

 
27 MILJANOVICH, Manuel (2010) Perú: Mapa de violencia familiar, a nivel departamental. 
p. 191-205. En: Revista de investigación en psicología. Vol. 13, Nº 2, Diciembre 2010.

  

28 MARQUINA ENCISO, Ray (2000) Conciliando la violencia familiar. Lima, SN Monografías 
PUCP, p. 29.
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áreas de trabajo interdisciplinario que no son conocidos por los 

tratadistas legales, ello porque el estudio no puede limitarse a sólo 

“hechos”, dado que se trata de un problema humano y familiar y 

las condiciones personales, familiares, sociales, culturales y 

económicas no pueden ser dejadas a un lado en este tipo de 

situaciones. 

 

 

La comprensión de esta realidad nos permite entonces incidir a 

partir de las siguientes páginas en un tema muy especializado y 

particular. 
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CAPÍTULO II. 
 

 

LA ESCASA VINCULACIÓN DEL SISTEMA DE JUSTICIA CON 

RESPECTO A LA CRISIS FAMILIAR 

 

 

En este punto detallaremos en esencia el contexto en el cual se 

desarrolla una “crisis familiar”, la cual es expuesta principalmente 

por Manuel Bermúdez Tapia
29

, toda vez que consideramos es el 

texto más especializado sobre la materia. 

 

 

El análisis objetivo y multidisciplinario que no registra un 

complemento o estudios que lo cuestionen en el ámbito nacional, al 

menos no se ha registrado ninguna publicación sobre el particular, 

nos permite sostener que la asesoría brindada en la ejecución de la 

presente tesis nos ha permitido complementar nuestra visión sobre 

lo que se detalla en la vida profesional y práctica como fiscales en 

el Ministerio Público. 

 

 

Debe señalarse en este punto que en la Universidad Pedro Ruiz 

Gallo ningún profesor del área de Derecho de Familia, Derecho 

Civil, Derecho Penal y Derecho Constitucional han registrado 

publicaciones sobre temas vinculados al ámbito de la violencia 

familiar a la cual la denominamos como “doméstica” en función a 

su generalidad, dado que esta se desarrolla en varios sub 

elementos que le permite inclusive mantener una autonomía frente 

a las otras manifestaciones de violencia. 

 

 

Por ello consideramos oportuno señalar, en base al registro 

bibliográfico de la producción de los profesores de nuestra casa de 
 

 
29 BERMÚDEZ TAPIA, Manuel (2012) Derecho procesal de familia. Lima, Editorial San 
Marcos.
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estudios a nivel de Maestría en Derecho con Mención en Derecho 

Constitucional y Gobernabilidad que el desarrollo de un caso de 

Derecho de Familia tiene incidencia en el ámbito Constitucional 

cuando se observan problemas vinculados a la interpretación de 

principios de orden procesal y constitucional, cuando se observa 

que el Derecho al Acceso a una Tutela Judicial Efectiva, a un 

Debido Proceso se relativizan y nos permiten sostener con niveles 

objetivos que pueden ser validados, nuestra posición. 

 

 

Situación que se amplía si se toma en cuenta que no existe ni 

material bibliográfico referencial sobre el objeto de estudio como 

además sobre el ámbito procesal que rodea el desarrollo de un 

proceso judicial (en violencia familiar) sometido a los parámetros 

de lo estipulado en un Estado de Derecho democrático y social y 

con ello fundamentamos nuestra posición, como también la de la 

asesoría propuesta. 

 
 
 

 

2.1. LA SOBRE CARGA JUDICIAL EN EL PODER JUDICIAL. 
 

 

El sistema de impartición de justicia adolece de muchas falencias, y 

el contexto general es muy complejo de determinar principalmente 

para analizar una eventual alternativa de solución. 

 

 

Sin embargo, es conocido que existen algunos factores 

referenciales que previo al estudio de la sobre carga de 

expedientes en el ámbito de su estudio y evaluación jurisdiccional, 

nos permiten complementar este estudio
30

. Así, podemos detallar: 
 

 
30 CELIS GALVIS, María Laura, HERNANDEZ MENDOZA, William y ROA CABALLERO, Luis 
(2016) Las cargas del juez frente a los desafíos del precedente constitucional. P. 381-403. 
En: Derecho PUCP. Nº 77
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a) La limitación económica como instituciones autónomas
31

. 
 
 

Este es un factor que condiciona severamente tanto al Poder 

Judicial como al Ministerio Público, principalmente en el 

desarrollo de sus propias actividades, tanto en el ámbito 

jurisdiccional como en lo administrativo. 

 
 

Condición negativa que tiene un registro histórico que nos 

permite sostener que la autonomía institucional que detalla la 

Constitución no se cumple y ello afecta la prestación de un 

servicio público de suma importancia, tanto para el ámbito 

individual y colectivo, como para la propia legitimidad del 

Estado. 

 
 

De este modo, la prestación negativa de servicios públicos 

vitales como el de justicia genera en los ciudadanos la 

situación de indefensión como de provocación de mayores 

consecuencias negativas y con lo cual se recurre a medios 

alternativos paralelos de solución de conflictos personales o 

colectivos. 

 
 

Por ello, es que casos de violencia familiar se han 

incrementado porque ante cualquier circunstancia, son las 

mismas partes en conflicto las que creen tener la razón y el 

motivo suficiente para ejecutar acciones en “defensa” de sus 

posiciones, sin tener el pleno conocimiento de las 

consecuencias de sus actos. 
 
 
 

 
31 GUTIÉRREZ, Walter (2015) Informe: La Justicia en el Perú. Cinco grandes problemas. 
Lima, Gaceta Jurídica. P. 50
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La acción expuesta es una muestra evidente de que no existe 

una mayor vinculación entre el ciudadano con el sistema de 

impartición de justicia, del cual se desconfía. 

 

 

Igualmente este factor se amplía en el caso de la evaluación 

de la legitimidad funcional del Poder Judicial y Ministerio 

Público ante la comunidad y el problema es expuesto cuando 

se procura alcanzar algún remedio eficaz ante un problema 

familiar de forma inmediata, provocando una mayor 

intervención estatal, debido a que el conflicto familiar se sale 

de un “factor privado” a un contexto público en el cual 

interactúan contextos penales, procesales y sustantivos en lo 

civil como en lo constitucional
32

. 

 

Se actúa bajo circunstancias en las que se involucran otros 

actores sociales: Policía, Ministerios del Gobierno Nacional, 

entidades regionales y municipales y entidades que se 

vinculan con el desarrollo de un conflicto de naturaleza 

familiar, que en principio tenía una condición “privada” a un 

ambiente particular. 

 

 

b) La elevada condición de escasa autonomía e independencia 

judicial. 

 
 

Principalmente vinculado con el contexto de la elevada 

rotación de magistrados en los cargos provisionales y de 

titularidad, situación que corresponde principalmente al 

Consejo Nacional de la Magistratura pero que impide en el 

plano de la realidad procesal la atención debida a los casos 
 

 
32 BERMÚDEZ TAPIA, Manuel (2012) Derecho procesal de familia. Lima, Editorial San 
Marcos.
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en evaluación porque los magistrados al ser sustituidos 

provocan la lentitud en el trámite procesal de un expediente 

judicial
33

. 

 

Esta situación se complementa con el hecho material de que 

los nuevos magistrados al conocer de manera inicial un 

conflicto familiar expuesto en un proceso judicial no toman 

en cuenta el contexto preliminar que provocó la génesis del 

conflicto familiar y con lo cual el expediente es sometido a 

una evaluación superficial. 

 

 

Tomando en cuenta estos factores que inciden en el tema en 

evaluación en el presente punto, pasamos a desarrollar los 

principales inconvenientes que genera la sobre carga judicial en el 

manejo de expedientes por violencia familiar. 

 

 

a) La legislación sobre la regulación de acciones contra la 

violencia familiar, en forma general, permite el desarrollo de 

una serie de procesos judiciales en las partes involucradas en 

un conflicto familiar. 

 
 

De este modo, es posible observar: 
 

 

i. Procesos judiciales en el ámbito civil, como por ejemplo 

en procesos de divorcio, la posibilidad de plantear la 

violencia familiar como una causal. 

 
 

ii. Procesos judiciales en la especialidad civil para evaluar 

derechos y obligaciones de las partes involucradas en 
 

 
33 GUTIÉRREZ, Walter (2015) Informe: La Justicia en el Perú. Cinco grandes problemas. 
Lima, Gaceta Jurídica. P. 5
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un conflicto familiar como suele ocurrir en casos de 

interdicción de persona de tercera edad en situación de 

incapacidad física pero con acceso a recursos 

económicos. 

 

 

iii. Procesos judiciales en el ámbito de la determinación de 

derechos de naturaleza familiar, como en los procesos 

de tenencia y régimen de visitas, donde la violencia 

familiar es un elemento latente entre las partes en 

conflicto
34

. 

 

iv. Procesos judiciales de naturaleza penal, con la reciente 

modificación de la legislación donde el trámite ahora es 

exclusivamente en esta especialidad. 

 

 

Sin embargo en este contexto, a pesar de la situación amplia 

de posibilidades, el legislador no ha tomado en cuenta que 

ninguno de los procesos detallados como ejemplos permite la 

solución de la crisis familiar y por ello es que la presente 

investigación incide en el ámbito constitucional, toda vez que 

la “familia” como elemento de tutela a nivel estatal no logra 

alcanzar un efecto práctico en la sociedad. 

 

 

b) La elevada discrecionalidad, tanto por abuso de derecho 

como por indefensión de las partes en un conflicto familiar. 

 
 

Uno de los grandes elementos que se desprende de la 

práctica procesal y legal en estos casos que se judicializan 

por violencia familiar está vinculado al hecho material del 
 

 
34 CANALES TORRES, Claudia (2014) Patria Potestad y Tenencia. Nuevos criterios de 
otorgamiento, pérdida o suspensión. Lima, Gaceta Jurídica. P. 23
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abuso de derecho y a la indefensión material ante casos de 

violencia. 

 

 

Las razones que las partes involucradas en un conflicto 

exponen en el desarrollo del expediente pueden deberse a 

una serie de factores pero como consecuencia material está 

el hecho de que la carga procesal es sumamente elevada 

porque las mismas partes suelen presentar sus denuncias en 

varias oportunidades. 

 

 

Por tanto, la elevada discrecionalidad de las partes es un 

factor que condiciona negativamente el desarrollo de los 

expedientes sobre violencia familiar tanto en el Poder Judicial 

como en el Ministerio Público y ante ello surge un problema 

material: los expedientes aperturados no siempre tienen una 

sentencia final sobre el caso en evaluación. 

 

 

c) La poca atención procesal a un único conflicto familiar en el 

ámbito judicial. 

 
 

Debido a la amplitud de situaciones en las cuales se puede 
 

desarrollar un conflicto familiar
35

, surge el inconveniente en 

la propia legislación de no poder acumular este tipo de 

contextos en un único expediente judicial. 

 
 

Situaciones de especialidad, de vía jurisdiccional o instancia 

en la cual se inicia un procedimiento provocan que la 

desinformación de las partes involucradas en la crisis familiar 

no puedan disponer de mecanismos idóneos para afrontar en 
 

 
35 TORRES, Manuel (2014) Patria potestad, tenencia y alimentos. Lima, Gaceta Jurídica, 
p. 250
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forma diligente una controversia en el ámbito legal y ello 

incide en la propia tutela de sus derechos frente a una 

contraparte en casos de violencia familiar. 

 

 

Estos factores son, los que en esencia, permiten detallar que de los 

más de tres millones de expedientes que maneja el Poder Judicial, 

generan una “sobre carga judicial” que no logra ser comprendida 

por las partes involucradas en un conflicto familiar. 

 

 

Contexto particular si se toma en cuenta que estos factores son 

principalmente debido a uno exógeno a las partes y que provoca 

que el propio Poder Judicial no pueda disponer de recursos tanto 

humanos como logísticos en la atención de casos de suma urgencia 

en lo personal, en lo familiar o en lo social. 

 

 

Así podemos detallar el estudio de Gaceta Jurídica, con la dirección 

de Walter Gutiérrez
36

 que nos detalla el contexto de la sobre carga 

judicial que del año 2015 a la fecha no ha variado en esencia: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
36 GUTIÉRREZ, Walter (2015) Informe: La Justicia en el Perú. Cinco grandes problemas. 
Lima, Gaceta Jurídica. P. 18
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2.2. LAS LIMITACIONES FUNCIONALES DEL MINISTERIO 

PÚBLICO. 

 

 

En forma semejante a lo expuesto en el caso del Poder Judicial, las 

limitaciones son muy equiparables pero a la vez se pueden 

presentar algunos inconvenientes materiales 
37

 , que para el caso 

concreto del objeto de estudio de la presente tesis, podemos 

exponerla en: 

 

 

a) Falta de elementos logísticos, humanos y administrativos en 

el ámbito del Equipo que compone la sección del Instituto de 

Medicina Legal de la entidad. 

 
 

Esta situación es muy especial y particular, por cuanto nos 

permite sostener que la labor fiscal se basa en gran medida 

de los informes periciales, que se emiten en esta sección y de 

la cual se detallan: 

 
 

i. Los informes periciales en el ámbito psicológico, donde 

se evalúa la personalidad de la persona involucrada en 

un conflicto familiar. 

 
 

ii. los informes psicológicos, que permiten evaluar los 

trastornos de naturaleza biológica y psíquica que 

determinan la capacidad, condiciones personales y 

evaluación de la responsabilidad de una persona en 

términos clínicos. 
 
 
 
 
 

 
37 THEMIS (2003) Reforma del Poder Judicial: refundando el sistema de justicia en el 
Perú. Mesa Redonda. P. 297-306. En: Themis, Época 2, Nº 47
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iii. Los informes médicos sobre casos de lesiones y 

situaciones en las cuales se ha expuesto una violencia 

de naturaleza física. 

 

 

Como se podrá observar, estos factores inciden 

negativamente en la función del Ministerio Público ante la 

comunidad en casos de evaluación de casos de violencia 

familiar y es porque el fiscal por su propia condición 

profesional y participación en el proceso no puede determinar 

en forma objetiva y subjetiva la verdadera condición en la 

cual participa una “parte procesal” en un conflicto familiar. 

 

 

b) Falta de personal en el ámbito de la atención jurisdiccional 

fiscal. 

 
 

Situación equiparable a lo expuesto en el ámbito del Poder 

Judicial pero que nos permite sostener que al registrarse el 

cambio de nivel jurisdiccional de casos de violencia familiar al 

contexto jurisdiccional penal, los fiscales del Ministerio 

Público está avocados principalmente al contexto del proceso 

de reforma del Proceso Penal Peruano y por ello se 

encuentran en un mayor número adscritos a esta 

especialidad. 

 
 

Por tanto, en caso eventual que el Ministerio Público eleve el 

número de personal adscrito a la especialidad fiscal penal, se 

deberá tener presente que tanto los fiscales como el personal 

de apoyo fiscal deberán atender casos de naturaleza penal en 

cualquier modalidad antes que a casos de violencia familiar, 

porque en principio, la propia legislación ha restringido la 

participación del fiscal en estos procesos. 
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c) Ausencia de mecanismos de tutela a favor de las víctimas por 

parte del Ministerio Público. 

 
 

Sobre la base particular de que es el Ministerio Público la 

entidad que usualmente se encuentra más próxima a la 

víctima, es que la atención a las mismas no puede ser 

satisfecha. 

 
 

Los mecanismos de atención en casos de denuncias, en casos 

de seguimiento procesal en casos judicializados como en la 

etapa posterior a la emisión de una sentencia, nos permiten 

sostener que las carencias logísticas, institucionales y 

humanas en lo profesional son superiores en el Ministerio 

Público en contraposición a las deficiencias encontradas en el 

Poder Judicial. 

 
 
 

 

2.3. LAS CONDICIONES NEGATIVAS EN LA EVALUACIÓN DE 

CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR EN LA POLICÍA 

NACIONAL. 

 

 

En este ámbito, observamos una situación mucho más compleja 

que en la evaluación de las dos anteriores entidades públicas. 

 

 

Las razones estriban principalmente en el ámbito económico y 

logístico y al tener la condición de estar mucho más cercanos a los 

contextos en los cuales se desarrollan los conflictos familiares, la 

Policía Nacional del Perú prácticamente cae en una deslegitimidad 

funcional muy elevada a criterio de la comunidad. 
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Así las principales deficiencias en este contexto, son: 
 

 

a) Escases de recursos para la atención de casos de violencia 

familiar. 

 
 

No sólo a nivel de personal policial especializado en atención 
 

a los casos de violencia familiar, sino también a la falta de 

medios logísticos como un ambiente adecuado dentro de la 

dependencia policial, lo cual no puede generar una referencia 

de atención
38

. 

 

b) Imposibilidad material de atención de casos en violencia 

familiar en forma inmediata. 

 
 

Lo expuesto en el punto anterior se desarrolla con mayor 

notoriedad en casos en los cuales se registra una situación 

de violencia familiar, principalmente porque no existe ni el 

personal suficiente ni tampoco las condiciones materiales 

para ello, toda vez que la mayoría de efectivos de la policía 

está avocado a la atención de la criminalidad en la 

sociedad
39

. 

 

De este modo, este factor se observa principalmente en: 
 

 

i. El registro de denuncias policiales en el ámbito de una 

llamada telefónica. 
 
 
 
 

 
38 CAMACHO, Gloria (2009) Las comisarías de la mujer. ¿Un camino hacia la justicia?. 
Quito, Centro de Planificación y Estudios Sociales, p. 239

 

39 JUBB, Nadine (2010) Comisaría de la mujer en América Latina: una puerta para 
detener la violencia y acceder a la justicia. Quito, Centro de Publicaciones y Estudios 
Sociales, p. 20
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ii. El registro de actos personales por los ciudadanos, 

como la solicitud de una constatación domiciliaria, el 

registro de un retiro de hogar en forma voluntaria o en 

forma de retiro forzoso, el registro de una denuncia 

por obstrucción de vínculo. 

 
 

iii. El acompañamiento a la víctima en una etapa posterior 

a los hechos denunciados. 

 
 

Situación muy especial si se toma en cuenta que esa 

acción está usualmente dispuesta por el Ministerio 

Público y por el Poder Judicial y sobre la cual se genera 

la condición negativa de que el Estado en forma 

general no podrá atender a la víctima en forma eficaz. 

 
 
 

 

2.4. EL DESARROLLO DE PROCESOS COMPLEMETARIOS A 

LOS DE VIOLENCIA FAMILIAR 

 

 

Como se ha detallado en una etapa anterior, los casos de violencia 

familiar no suelen estar limitados o condicionados a un período 

temporal o a un caso en particular de violencia familiar, muy por el 

contrario, se suelen presentar en una serie de situaciones 

complementarias y derivadas, que usualmente agudizan el conflicto 

familiar
40

. 

 

Bajo estas condiciones y en forma de vinculación con el objeto de 

estudio de la presente tesis, podemos señalar que en el caso de 
 
 
 

 
40

 BERMÚDEZ TAPIA, Manuel (2012) Derecho Procesal de Familia. Lima, Editorial San 
Marcos. 
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evaluaciones periciales en el ámbito psicológico, estas se 

desarrollan cuando el contexto de violencia tiene estos factores: 

 

 

a) La evaluación pericial se ejecuta en un periodo de tiempo 

posterior a la denuncia, con lo cual pueden suscitarse tres 

condiciones particulares: 

 
 

i. La víctima ya no desea que se le practique pericia 

psicológica pues las citas para ello suelen darse una o 

dos semanas después de ocurridos los hechos, en el 

mejor de los casos. 

 
 

ii. La ejecución de actos de violencia sucesivos a los actos 

denunciados. 

 
 

iii. El desarrollo de la reconciliación familiar, con lo cual 

una eventual ejecución de pericia psicológica nunca 

llega a desarrollarse. 

 
 

b) La evaluación pericial presenta inconvenientes en cuanto a 

su desarrollo por las siguientes razones: 

 
 

i. Se presentan condiciones negativas como la 

intimidación o las amenazas al desarrollo de las 

actividades de la víctima. 

 
 

ii. Se presentan condiciones de chantaje económico sobre 

los dependientes económicos familiares por parte del 

denunciado por ejecutar actos de violencia familiar. 
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iii. Las partes convocadas a ser evaluadas no asisten 

debido a la amplitud del tiempo en el que se someterá 

la evaluación pericial. 

 

 

Todos estos factores inciden negativamente en la atención de casos 

de violencia doméstica y nos permiten señalar que el problema de 

la violencia familiar en forma general genera un problema tanto 

social como institucional que afecta la legitimidad del Estado. 
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CAPÍTULO III. 
 

 

LA AFECTACIÓN A LOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES Y PROCESALES DETECTADOS EN 

LA EVALUACIÓN DE UNA PRUEBA PSICOLÓGICA EN 

CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR. 

 
 
 

 

3.1. LA GÉNESIS DEL EXPEDIENTE JUDICIAL POR 

VIOLENCIA FAMILIAR. 

 

 

Cuando se analiza el contexto procedimental y procesal en el cual 

se desarrolla un caso de violencia familiar judicializado, es posible 

observar que la Ley Nº 30364, nos permite evaluar aspectos 

positivos como también negativos. 

 

 

Así en el ámbito de los elementos positivos, podemos detallar el 

desarrollo del siguiente esquema de evaluación: 

 
 

Elementos positivos  Elementos negativos 
  

La  Ley  detalla  la  intervención La  Ley  impone  una  serie  de 

del   Estado   en   forma   muy condiciones  materiales, 

puntual  y  detallada  por  cada procedimentales y procesales en 

entidad y por cada las  cuales  las   entidades  no 

procedimiento a ejecutarse en el disponen de recursos 

ámbito  de  la  intervención  en económicos,  logísticos, 

casos de violencia familiar.  humanos y administrativos para 

    desarrollar  las  acciones  que  le 

    son impuestas.   
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La ley establece plazos Los plazos establecidos no 

inmediatos de atención en casos logran alcanzar el objetivo 

de víctimas de violencia familiar inmediato que es la atención a 

      la  víctima  de  violencia  familiar 

      porque el  procedimiento para 

      “acreditar” una condición de 

      violencia  no  ha  logrado  ser 

      determinado en forma objetiva 

      en  el  proceso  y  ello  limita  la 

      acción del juez en el trámite del 

      mismo.      
  

Se   procura   identificar   a   la La Ley no alcanza a determinar 

víctima  y  se  pretende  generar los mecanismos reglamentarios 

procedimientos de atención con los cuales se puede dotar de 

especial a las mismas   recursos económicos, logísticos 

      y humanos al Poder Judicial, al 

      Ministerio Público y a la Policía 

      Nacional  en  la  atención  a  las 

      víctimas.     
  

La intervención del Ministerio de Conforme   se   detalla   en   la 

la  Mujer  está  vinculado  a  la tercera   disposición 

dirección  e implementación del complementaria, toda acción del 

observatorio nacional de la Ministerio   de   la   Mujer   está 

violencia  contra los integrantes supeditado a un factor 

de un grupo familiar   presupuestario y por ello desde 

      el   2015   a   la   fecha   el 

      mencionado Observatorio no ha 

      sido implementado  por  dicho 

      Ministerio.     
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Como se podrá observar, del estudio general de la Ley Nº 30364 

que regula el actual procedimiento y proceso sobre violencia 

familiar, es posible observar una serie de situaciones que inciden 

negativamente en la atención a casos de violencia familiar, donde 

la ley sólo ha atendido una situación de populismo punitivo, en el 

cual se desarrolla toda reforma penal. 

 

 

Como consecuencia material de estos elementos en evaluación, 

pasamos a ejecutar el análisis particular de las consecuencias que 

finalmente nos permitirán evaluar las pericias psicológicas en el 

desarrollo de un caso de violencia familiar. 

 

 

De este modo, el desarrollo metodológico de la presente 

investigación nos permitirá detallar que en forma general el 

proceso mismo sobre violencia familiar es disfuncional, pero 

también el aspecto procesal y procedimental genera un problema, 

porque la pericia en evaluación en sí misma, está mal estructurada 

y no genera una vinculación material con los hechos en evaluación. 

 

 

Como consecuencia, en términos globales, en los casos de 

conflictos familiares, es posible observar estas consecuencias: 

 
 
 

 

3.2. EL QUIEBRE DE LA “IGUALDAD DE LAS PARTES”. 
 

 

Las partes en conflicto, por aplicabilidad del principio de legalidad y 

de taxatividad
41

 , tanto en el ámbito procesal penal como en el 

ámbito civil, cuentan con una serie de garantías para tutelar sus 

derechos de modo directo como también a través de un proceso 
 
 

41 BENITEZ RAMÍREZ, Eugenio (2007) Principios procesales relativos a las partes. P.  591-
 

593. En: Revista Chilena de Derecho, Universidad Católica de Chile Nº 34. 
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judicial, en la materia en la eventualmente se desarrolla el conflicto 

en donde se asume un perjuicio a algún derecho
42

. 

 

Sin embargo, en el ámbito del contexto de casos de violencia 

familiar, la “igualdad de las partes” se observa en un nivel de 

controversia principalmente debido a las condiciones en las cuales 

cada parte involucrada desarrolla sus acciones en forma particular 

y en forma dependiente de la reacción de la contraparte. 

 

 

Así el “agresor” de la violencia familiar desarrolla un 

comportamiento psicológico que incide en el ámbito jurisdiccional 

cuando la víctima no asume una tutela inmediata de sus derechos, 

lo cual provoca como reacción objetiva que los niveles de violencia 

se incrementan en el tiempo y en las circunstancias en las cuales 

se desarrollan las relaciones familiares, sin tomar en cuenta las 

particularidades de la familia en crisis. 

 

 

De la misma manera, la víctima desarrolla una serie de situaciones 

tanto en forma pasiva como activa, que inciden en el 

comportamiento del agresor, principalmente cuando se ejecuta una 

acción de defensa de derechos, porque estos son asumidos por la 

parte agresora como un acto de enfrentamiento y de negación a la 

mayor capacidad de su parte en el manejo de las relaciones 

familiares. 

 

 

Como resultado de estos contextos de relaciones interdependientes 

las partes no logran encajar un patrón de comportamientos que 

pudieran ser vinculados al ámbito formal de un procedimiento 
 

 
42

 ALBERTIN CARBÓ, Pilar, CUBELLS SERRA, Jenny y CALSAMIGLIA MADURGA, Andrea 
(2009) Algunas propuestas psicosociales para abordar el tratamiento de la violencia hacia 
las mujeres en contextos jurídico penales. P. 111-123- En: Anuario de Psicología Jurídica. 
Vol. 19.
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judicial o policial y por ello, es posible observar que el criterio de 

“igualdad de partes” no se cumple y el desmedro opera en contra 

de la víctima que genera una condición múltiple de su situación al 

ser
43

: 

 

a) Víctima del agresor en forma inmediata, respecto del período 

temporal en el cual se desarrolla la manifestación de 

violencia. 

 
 

b) Víctima al interior de su propia familia, al no poder contar 

con el auxilio o apoyo material de las personas que en 

principio podrían brindarle un nivel de protección. 

 
 

Debido a las condiciones personales de las víctimas, que van 

desde la condición de minoridad de los hijos, las condiciones 

económicas limitadas de los familiares (padres) y las 

condiciones de accesibilidad a los ambientes hogareños de los 

familiares más próximos, esto debido a que domicilian por lo 

general en zonas no contiguas. 

 
 

En este tipo de situaciones, la violencia social se extiende en 

las familias como una muestra del machismo social 

imperante. 

 
 

c) Víctimas de parte del Estado en sus diferentes entidades 

públicas porque no existe un tratamiento ni atención eficiente 

a estos problemas materiales. 
 
 
 
 
 

 
43 NORDENSTHAL, Christian (2008) ¿Dónde está la víctima?: apuntes sobre victimología. 
Buenos Aires, Librería Histórica, p. 176
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3.3. LA INOBSERVANCIA DEL DEBIDO PROCESO Y TUTELA 

JUDICIAL EFECTIVA A TODAS LAS PARTES DEL CONFLICTO 

FAMILIAR. 

 

 

Debido a lo detallado en el punto precedente dos de los principales 

principios de orden procesal y constitucional son afectados en 

forma sustancial en el desarrollo de conflictos de naturaleza 

familiar. 

 

 

De este modo durante las tres etapas temporales en las cuales se 

desarrolla el conflicto, las dos partes involucradas, así como 

terceros intervinientes (hijos, padres de las partes y demás 

familiares) se sienten afectados tanto por acción como por omisión 

y bajo esta estructura logramos fundamentar lo detallado en el 

primer capítulo de la presente tesis
44

. 

 

Sin embargo, para efectos de acreditar nuestra posición en el 

ámbito jurisdiccional, desarrollamos en forma detallada los 

siguientes elementos observados: 

 

 

a) Durante la etapa preliminar a una acción de naturaleza 

jurisdiccional o policial, las partes suelen presentar estas 

condiciones: 

 
 

i. La defensa de sus derechos no suele estar vinculada a 

la toma de consciencia del alcance del mismo, debido 

principalmente a que consideran que “conflictos 

íntimos” en el ámbito familiar no afectan sus derechos, 

intereses o condiciones personales. 
 

 
44 CASTILLO ARROYO, Javier (2006) Víctimas reconciliadas y reconciliadoras. P. 36-43 en: 
Páginas. Vol. 31. Nº 200, Agosto 2006
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De este modo, las afectaciones de naturaleza personal 

como son el atentado contra la intimidad, la integridad 

personal tanto en lo físico, en lo sexual como en lo 

económico, suelen ser tomado como elementos ajenos 

al ámbito de la intervención del Estado. 

 

 

ii. En caso de ejecutarse una intervención en el ámbito 

policial o jurisdiccional, las partes no pueden provocar 

una continuidad material en el desarrollo del 

procedimiento o del mismo proceso, por no contar con 

un apoyo o sustento económico que les permita 

acceder no sólo a una tutela de derechos frente al 

agresor, sino también para garantizar su propia 

supervivencia cuando el agresor es quien asumía la 

mayor condición económica en la atención de la carga 

familiar
45

. 

 

Bajo  este  contexto  se  desarrolla  el  concepto  de 
 

“accesibilidad al sistema judicial” porque el solo hecho 

de contar con una asesoría legal implica un costo que 

más allá de ser expuesto en lo económico, también es 

asumido en lo personal, en lo temporal y en lo familiar. 

 
 

b) En el caso de que se desarrolle una denuncia o un proceso 

judicial, el procedimiento se desarrolla en un período de 

tiempo sumamente prolongado, que materialmente 

cuestiona y condiciona el principio del plazo razonable, que 
 
 
 

 
45 MONTOYA OLAECHEA, Edwin (1999) Muchas veces víctima. Lima, Radda Barnen, p.

 

164  
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se desarrolla en función a la aplicabilidad del principio del 

Debido Proceso y el Acceso a la Tutela Judicial Efectiva. 

 

 

c) Durante el desarrollo de la etapa posterior a la intervención 

jurisdiccional, no existen los mecanismos idóneos para 
 

garantizar el cumplimiento de las disposiciones judiciales
46

, 

no existen los medios para que el Ministerio Público pueda 

cumplir con las disposiciones de seguimiento de las 

relaciones interpersonales, conforme lo dispuesto por la Ley 

Nº 30364 

 

 

En forma conclusiva, respecto de este punto, el proceso judicial 

que involucra el seguimiento de un caso de violencia familiar no 

logra tener un verdadero sentido que procure la atención del 

Estado a las partes involucradas en una crisis familiar cuyo caso se 

ha judicializado. 

 

 

Estas consecuencias materiales, nos permiten detallar que en lo 

general el problema de la violencia familiar no logra ser atendido y 

por ello se desarrollan múltiples casos donde las familias exponen 

las peores condiciones en las cuales se pudiera desarrollar una 

convivencia familiar. 

 
 
 

 

3.4. LA INOBSERVANCIA DE LA IMPARCIALIDAD JUDICIAL. 
 

 

Producto de la connotación social e institucional que involucra el 

seguimiento de un caso de violencia familiar en el ámbito 

jurisdiccional, es que se suelen asumir una serie de condiciones, 
 

 
46 MÉNDEZ BALGES, Víctor (1989) Sufren las víctimas. P. 33-35. En: La Gaceta, Nº 218, 
febrero 1989
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principalmente debido al ambiente subjetivo en el cual se 

desarrollan las relaciones interpersonales ante la comunidad. 

 

 

a) Las partes afectadas son siempre mujeres. 
 

 

Esta realidad parte del principio objetivo de que la mayoría 

de víctimas en el ámbito de la violencia familiar son mujeres, 
 

y de ello todas las estadísticas oficiales sobre estos estudios 

lo acreditan. 

 
 

Sin embargo, este elemento material esconde una realidad 

mucho más compleja, por cuanto las víctimas no se limitan a 

un único género ni a una condición material en cuanto a la 

edad. 

 
 

De este modo es posible observar que las víctimas también 

pueden ser: 

 
 

i. Menores de edad. 
 

 

Principalmente en casos donde se genera la evaluación 

de sus derechos tanto de naturaleza personal como de 

naturaleza familiar. 

 
 

Así problemas vinculados al cobro de alimentos entre 

sus progenitores provocan también problemas respecto 

de la determinación de un régimen de visitas y de 

tenencia, que pueden agudizarse inclusive en casos de 

sustracción de menores. 
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ii. Adultos en la tercera edad. 
 

 

Situación problemática que es usualmente expuesta 

cuando están en condiciones de salud y económicas 

muy limitadas y dependen sustancialmente de sus 

familiares, quienes en múltiples situaciones asumen 

una condición perjudicial en su atención y por ello es 

que desarrollan casos de violencia familiar contra sus 

progenitores o dependientes familiares de mayor edad. 

 
 

iii. Varones. 
 

 

Vinculados principalmente al contexto en el cual se 

desarrolla la violencia psicológica contra ellos en 

relación a la tenencia o cuidado de un hijo, donde se 

genera casos de alienación parental, obstrucción de 

vínculo y aspectos sustantivos que deben tramitarse en 

un proceso judicial, como en el caso de la tenencia o de 

un régimen de visitas. 

 
 

En este punto particular es donde nuestro objeto de 

estudio encuentra un fundamento que se amplía en la 

evaluación de las pericias psicológicas a las partes de 

un caso de violencia familiar, toda vez que las mismas 

pericias son estructuralmente mal elaboradas. 

 
 

En el próximo capítulo se evaluará en forma detenida 

este punto. 
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b) Una sentencia judicial soluciona un conflicto familiar. 
 

 

Regla general en este tipo de situaciones que ni una 

sentencia judicial resuelve un conflicto familiar ni tampoco es 

que se desarrolle un único proceso judicial. 

 
 

En forma anticipada hemos detallado que lo usual es que se 

presenten varios procesos judiciales complementarios, 

derivados o paralelos en los cuales se debaten aspectos 

puntuales de tutela o de acusación de la ejecución de una 

acción que sea considerada próxima a un acto de violencia 

familiar. 

 
 

Esto principalmente debido a la sobre valoración del proceso 

judicial frente a la atención de conflictos sociales, y en 

función a ello es posible observar que la crisis familiar se 

agudiza negativamente cuando se ejecuta una denuncia ante 

la policía o se plantea una denuncia en el ámbito 

jurisdiccional por violencia familiar. 

 
 

c) Los casos de violencia familiar son asuntos privados y que no 

provocan una mayor consecuencia que un “lio de familia”. 

 
 

Un error que materialmente es asumido por casi todas las 

partes involucradas en un conflicto familiar, debido a que se 

asume una condición de percepción cultural que asume que 

los actos de violencia son “relativos” o que “no provocan 

mayores consecuencias”, sin tomar en cuenta el severo 

impacto que produce tanto en lo personal, en la estructura 

familiar como en el ámbito del desarrollo de las condiciones 

sociales y culturales de una comunidad. 
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En este punto, la relativización y trivialización con la cual se 

asume una crisis familiar es tan ampliada en la comunidad 

que las víctimas no logran diferenciar cuando un “problema 

familiar” logra ser un “acto de violencia familiar” y para ello 

no existen mecanismos de atención estatal que pudiera 

masificar una acción de representatividad de que forma parte 

de lo privado en lo familiar como que puede ser considerado 

un aspecto negativo al interior de una familia con la cual se 

pudiere generar una acción e intervención estatal. 

 

 

Lo expuesto en este contexto, parece provocar que en este tipo de 

situaciones la violencia familiar provoca una acción y reacción de 

los órganos jurisdiccionales que no logra determinar los hechos que 

provocaron la génesis del conflicto familiar ni tampoco los alcances 

de dicho conflicto, al no existir ni los medios para evaluarlos ni 

tampoco para ejecutar un seguimiento del caso en particular. 

 

 

Es en este punto que el objeto de estudio de nuestra investigación 

nos permite sostener que el proceso que se sigue en el ámbito 

jurisdiccional puede quedar desnaturalizado si no se toma en 

cuenta la importancia del impacto que provocará una evaluación 

pericial psicológica a las partes involucradas. 

 

 

Debe tenerse en cuenta que estas pericias no sólo permiten 

apreciar el verdadero contexto en el cual cada parte se desarrolla 

en forma autónoma frente al problema interpersonal en su propia 

familia, sino también permite apreciar como esta persona 

interacciona con el Estado a efectos de acreditar su posición y 

lamentablemente en este punto corresponde detallar que lo 

expuesto inicialmente nos permite exponer en la última parte de la 

investigación nuestra posición. 
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Consideramos oportuno señalar que todo lo expuesto en los 

primeros capítulos encuentran una vinculación material en el último 

capítulo de esta investigación porque a la poca importancia que se 

le asigna a la evaluación pericial en lo psicológico, debemos señalar 

que los actos de violencia no logran ser asimilados en su real 

dimensión por todos los actores sociales en nuestro país. 

 

 

De este modo, se condiciona en forma relativa el impacto negativo 

de un acto de violencia, porque la propia sociedad asume muchos 

actos violentos como “sin incidencia” respecto de la afectación de 

derechos de las otras partes que generalmente son víctimas. 

 

 

Un nivel de victimología que lamentablemente se amplía por la 

mala acción del Estado, expuesto tanto en la ley como en el propio 

accionar de las entidades jurisdiccionales 
47

 , lo cual nos lleva a 

concluir preliminarmente que la evaluación pericial psicológica no 

logra ser determinante ni tampoco logra ser ejecutada bajo un 

esquema de evaluación pericial objetivo. 

 

 

Como consecuencia de ello, la mayoría de los informes no 

consiguen ser elementos suficientes para la acreditación de un acto 

de violencia familiar y con ello la víctima asume una mayor 

condición negativa frente a los hechos en los cuales está 

involucrando, ampliando el conjunto de personas afectadas cuando 

se trata de asuntos que tienen vinculación con la tenencia, el 

régimen de visitas o la patria potestad de los hijos, como elemento 
 
 
 
 

 
47 FUENTES BECERRA, Diana y ATEHORTUA ARREDONDO, Clara (2016) Sobre el sujeto – 
víctima: configuraciones de una ciudadanía limitada. P. 65-77. En: Opinión Jurídica. Vol.

  

15. Enero – Junio 2016. 
 
 

 

90 



 

representativo en el cual se desarrolla nuestro objeto de estudio en 

la presente tesis. 

 

 

Por ello, a continuación, en la etapa final de este capítulo, 

analizaremos la “pericia psicológica” para así determinar nuestra 

posición en el capítulo final de la presente investigación y sostener 

nuestra posición tanto en el ámbito sustantivo como procesal sobre 

estas pericias. 

 
 
 

 

3.5. EL DESARROLLO DE LA PRUEBA PERICIAL EN CASOS DE 

VIOLENCIA FAMILIAR SOMETIDA A EVALUACIÓN EN EL 

ÁMBITO DEL DERECHO PROBATORIO. 

 

 

Debemos iniciar el desarrollo de este punto sobre estos puntos 

objetivos: 

 

 

a) No existe un protocolo de atención psicológico o psiquiátrico 

que determine el procedimiento por el cual se debe 

desarrollar la pericia psicológica y la pericia psiquiátrica. 

 
 

En esencia, detallamos que a la fecha de la presentación del 

presente texto, en el Ministerio Público y en el Poder Judicial 

no existe un procedimiento reglado y predeterminado por el 

cual los psicólogos y psiquiatras emitan un informe pericial, 

en cualquier circunstancia. 

 
 

Situación que para el caso particular de casos de violencia 

familiar, recién a inicios del año 2017 es que el Ministerio 

Público y el Ministerio de la Mujer han suscrito un convenio 
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de cooperación institucional para desarrollar un protocolo en 

este tipo de situaciones
48

. 

 

Salvo los casos de feminicidio, no existe otro protocolo de 

atención pero en este tipo de situaciones, dicho material ha 

sido desarrollado por el Ministerio de Justicia y no es 

vinculante ni en el Instituto de Medicina Legal del Ministerio 

Público ni en el Equipo Multidisciplinario del Poder Judicial
49

. 

 

b) Existe un error material en la mayoría de informes periciales 

emitidos por el Equipo Multidisciplinario del Poder Judicial, al 

registrarse en el trámite judicial como “Informe Pericial 

Psicológico y Psiquiátrico”, cuando usualmente sólo firma 

dicho documento el psicólogo a cargo de la evaluación. 

 
 

Este error material, usualmente se registra debido a los 

formatos en los cuales se emiten estos informes, en la hoja 

membretada y podrían provocar un error material sustancial 

si se toma en cuenta que dicho documento genera un 

elemento probatorio fundamental en el proceso. 

 
 

La consecuencia material de esta situación puede provocar o 

la determinación de una condición psiquiátrica de 

inimputabilidad en el agresor de violencia familiar como 

también podría provocar que la parte denunciada impugne 

este medio probatorio y neutralice las consecuencias de dicho 

informe, obligando al Poder Judicial a emitir otro informe 

pericial. 
 

 
48MINISTERIO PÚBLICO (2017) Convenios Firmados del Ministerio Público. Recuperado el 
20/07/2017 de: http://portal.mpfn.gob.pe/home/convenios?op=all  
49 MINISTERIO DE JUSTICIA (2015) Protocolo de feminicidio. Recuperado 
20706/2017 de: http://spij.minjus.gob.pe/Graficos/Peru/2015/Octubre/15/DS-006-2015-
MIMP.pdf  
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c) Tanto en el ámbito del Instituto de Medicina Legal del 

Ministerio Público como del Equipo Multidisciplinario del Poder 

Judicial, se observa que la mayoría de personal contratado es 

psicólogo y no se registran psiquiatras, esto debido 

principalmente a cuestiones presupuestarias en las cuales 

cada profesional desempeña funciones. 

 
 

Este punto es importante de detallar porque los psiquiatras al 

ser médicos de profesión no suelen aceptar los niveles 

remunerativos del Poder Judicial y del Ministerio Público, el 

cual es superior a lo que se determina a favor de los 

psicólogos. 

 
 

Un punto que usualmente no se registra en el ámbito de la 

bibliografía especializada pero que como fiscales en la 

práctica podemos constatar en forma directa y objetiva. 

 
 

d) Los informes psiquiátricos, implican necesariamente la 

ejecución de un protocolo médico y las entidades tanto del 

Poder Judicial como del Ministerio Público sólo asignan 

equipos clínicos para la jurisdicción penal, debido a la 

necesidad de ejecutar necropsias. 

 
 

Inclusive en circunstancias en donde se pudiera ejecutar una 

prueba clínica, los procedimientos tampoco podrían ser 

ejecutados porque los resultados exigen un procedimiento 

temporal y técnico sumamente complejo, con lo cual resulta 

materialmente imposible que tanto en el Poder Judicial como 

en el Ministerio Público se pueda desarrollar una prueba 

psiquiátrica. 
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e) El desarrollo de pericias psicológicas se desarrolla en plazos 

temporales de una entrevista de media hora, por caso y 

persona sometida a evaluación. 

 
 

En esencia, este punto nos permite sostener que en base a 

una apreciación muy superficial, el psicólogo puede emitir un 

informe sobre una personal sometida a evaluación y ello 

puede producir una serie de condiciones negativas, porque 

no se logra determinar la “personalidad” sino el 

“comportamiento” de una persona. 

 
 

Así el “comportamiento” es aquella manifestación que 

desarrolla una persona ante una persona, sometida bajo 

condiciones de estrés o de afinidad y por ello los elementos 

sometidos a evaluación pueden generar situaciones 

extremas, tanto en lo positivo como en lo negativo. 

 
 

En cambio, la evaluación de la personalidad, debe ser 

sometida a una evaluación sujeta a varias entrevistas y a 

condiciones de verificación del comportamiento tanto con el 

entorno directo de la persona como en el ámbito social, para 

así poder generar una posición única que permita la 

conclusión sobre dicho perfil. 

 
 

f) Los informes periciales psicológicos, no registran evidencia 

que sustente la determinación de un perfil asignado, y 

exponemos nuestra posición sobre la base de los siguientes 

elementos típicos de una evaluación psicológica: 
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i. Nivel de filiación, que usualmente representa el “perfil 

individual” del evaluado. 

 
 

ii. Motivo de la evaluación, que se subdivide en: 
 

 

a. Relato, el cual consiste en la “identificación” de los 

hechos que han provocado la ejecución de la 

entrevista con el psicólogo, bajo la perspectiva 

personal del entrevistado. 

 
 

b. Historia personal, en la cual se toma en cuenta sólo 

la expresión del entrevistado. 

 
 

c. Historia familiar, en la cual se detalla el contexto de 

las relaciones afectivas en lo familiar, principalmente 

con la contraparte en casos de violencia familiar, y 

según sea el caso puede ser la parte agresora o la 

víctima. 

 
 

iii. Instrumentos y técnicas psicológicas, las cuales se 

detallan en sólo cuatro: 

 
 

a. Entrevista psicológica, que dura en promedio media 

hora. 

 
 

b. Observación de la conducta, generalmente de una 

persona sentada y sometida a una entrevista en la 

cual expone un nivel de estrés. 
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c. La evaluación de la figura humana de K. Machover, 

la cual en muchos casos no representa el verdadero 

contexto de la personalidad del entrevistado. 

 
 

d. El test de Bender, el cual se desarrolla durante la 

media hora de la entrevista. 

 
 

iv. Análisis e interpretación de resultados. 
 

 

En este punto, la evaluación se ejecuta sobre lo que ha 

apreciado el psicólogo y no se confronta esta 

evaluación en función a un comportamiento biológico 

social o en un contexto ajeno a la entrevista. 

 
 

v. Conclusiones. 
 

 

Como se puede detallar conforme a la siguiente referencia 

gráfica, la mayoría de evaluaciones psicológicas se basan en 

este patrón que no está protocolizado ni en el Poder Judicial 

ni en el Ministerio Público. 

 

 

Pericia Psicológica emitida por el Instituto de Medicina Legal 

del Ministerio Público
50

. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
50 Se ha procurado presentar una pericia psicológica emitida en otro Distrito Judicial o 
Fiscal distinto al de Tumbes, para garantizar la objetividad de la evaluación. El informe 
psicológico presente no forma parte de las estadísticas de la investigación y es sólo para

  

“registrar” el contenido del mismo, para así explicar nuestra posición en la ejecución de la 
tesis. 
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CAPÍTULO IV. 
 

 

PLANTEAMIENTO DE EVALUACIÓN DE MEDIOS 

PROBATORIOS EN CASOS DE VIOLENCIA FAMILIAR, COMO 

FUNDAMENTACIÓN DE LA HIPÓTESIS DE LA TESIS 

 

 

Sobre la evaluación del último punto del acápite anterior, podemos 

detallar nuestra hipótesis en la presente tesis, la cual nos permite 

sostener que las pericias psicológicas no están bien determinadas y 

que nos permiten sostener que las mismas no pueden ser válidas 

en un proceso judicial en un trámite de violencia familiar, en 

cualquier instancia o dependencia jurisdiccional. 

 

 

La referencialidad en la cual se exponen, sin la ejecución de un 

estudio pormenorizado casuístico, nos permite sostener que estas 

pericias no pueden garantizar: 

 

 

a) Independencia sobre la base de la evaluación superficial a 

una persona en un promedio de tiempo sumamente relativo y 

reducido. 

 
 

b) Imparcialidad sobre la evaluación ejecutada, por cuanto el 

psicólogo sólo se basa en una apreciación subjetiva de 

pruebas clínicas que considera referenciales pero que no han 

sido protocolizadas en un instrumento guía tanto en el Poder 

Judicial como en el Ministerio Público. 

 
 

c) Objetividad en la evaluación de un perfil sobre la 

“personalidad” de una persona, tomando en cuenta sólo una 

entrevista personal sin la evaluación del contexto en el cual 

se desarrolla la persona en evaluación. 
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d) Referencialidad a casos o situaciones controversiales en 

contextos de violencia familiar. 

 
 

Esta apreciación parte de la evaluación de condiciones en las 

cuales las partes en conflictos familiares se desarrollan 

tomando en cuenta que asumen posiciones muy complejas 

en lo personal como en lo familiar, dado que toman en 

cuenta su posición personal, familiar, social, económica sobre 

sus propios derechos, intereses y condiciones como también 

las de sus dependientes (hijos o familiares) 

 

 

Por tanto, consideramos que nuestra inicial apreciación sobre la 

disfuncionalidad de las pericias psicológicas no puede garantizar el 

seguimiento de un proceso en casos de violencia familiar, tanto en 

la jurisdicción penal como en la jurisdicción civil o de familia, en la 

cual se pueda tener presente el informe psicológico como medio 

probatorio de oficio. 

 

 

Como resultado de esta posición que se acredita en la evaluación 

objetiva de una pericia muy superficial consideramos que la 

hipótesis expuesta en nuestro proyecto de tesis se consolida en el 

presente trabajo, debido a que concluimos que las pericias 

psicológicas ejecutadas en los procesos de investigación y 

juzgamiento de casos de violencia familiar resultan disfuncionales 

para los objetivos fiscales y judiciales, al desarrollarse de forma 

negligente y parcializados, afectando severamente las condiciones 

procesales de la evaluación del expediente en trámite. 

 

 

Sin embargo, por la relevancia de una prueba pericial de suma 

importancia, consideramos oportuno señalar que uno de los 
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elementos que pretende exponer la presente tesis es la necesidad 

de establecer un protocolo de atención y evaluación psicológico que 

sea vinculante tanto para el Instituto de Medicina Legal del 

Ministerio Público como para el Equipo Multidisciplinario del Poder 

Judicial, toda vez que a la fecha no existe este protocolo. 

 

 

Este protocolo, por tanto, debería contener los cuatro elementos 

que tradicionalmente se emplean: 

 

 

a. Entrevista psicológica, que dura en promedio media 

hora. 

 

 

b. Observación de la conducta, generalmente de una 

persona sentada y sometida a una entrevista en la 

cual expone un nivel de estrés. 

 

 

c. La evaluación de la figura humana de K. Machover, 

la cual en muchos casos no representa el verdadero 

contexto de la personalidad del entrevistado. 

 
 

d. El test de Bender, el cual se desarrolla durante la 

media hora de la entrevista. 

 

 

Adicional, se plantea como elemento de aporte jurídico de la 

presente tesis al ámbito del derecho probatorio en general, y en 

particular en el desarrollo de procesos judiciales donde se registre 

casos de violencia familiar, la ejecución de los siguientes estudios: 

 

 

e. El estudio del desarrollo de la personalidad del 

evaluado en el contexto socio familiar y laboral 

habitual. 
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f. El estudio del desarrollo de la personalidad en 

contextos de interacción con la parte agresora o la 

víctima en casos de violencia familiar, para analizar 

así el verdadero perfil psicológico de cada parte. 

 

 

h. El análisis de los resultados de entrevistas de 

personas vinculadas a la parte sometida en evaluación. 

 

 

Planteamos estos puntos sobre la base de lo que los textos en 

psicología detallan para así evaluar el perfil o personalidad de una 

persona sometida a un estrés en casos de violencia familiar. 

 

 

Finalmente debemos sostener que estas pericias psicológicas de 

oficio en el ámbito de la evaluación psicológica de las partes en 

conflicto no garantizan ni la legitimidad de su ejecución ni la 

legalidad del mismo, por las siguientes razones. 

 

 

No se garantiza la legitimidad de estas pruebas en el ámbito 

jurisdiccional porque no logran “presentar” al juez o al fiscal un 

panorama objetivo que determine el verdadero alcance de la 

personalidad de una persona frente al problema en ciernes o frente 

al contexto de la interrelación personal del evaluado frente a 

diferentes circunstancias. 

 

 

Así el evaluado, que está ya sometido a un estrés emocional, es 

sometido a una mayor presión al momento de ser evaluado y sobre 

la base de un período muy breve de evaluación, es determinado en 

cuanto al alcance de su perfil de personalidad y ello materialmente 

no puede ser validado por la propia disciplina especializada para 

ello: la psiquiatría, la cual es detallada en la bibliografía empleada 
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en la presente tesis que los estudios para evaluar la personalidad 

de una persona deben ser ejecutadas en varios momentos y bajo 

diferentes medios de evaluación. 

 

 

En el ámbito jurisdiccional peruano, estas pericias prácticamente se 

ejecutan en el mismo momento en un breve período de tiempo y 

por ello sostenemos que las mismas no tienen legitimidad. 

 

 

Igualmente, no cuentan con una legalidad aceptable porque el 

impacto de una mala pericia en el desarrollo del proceso puede 

provocar la distorsión de la igualdad de las partes. 

 

 

De este modo, consideramos que la legalidad que reviste el 

desarrollo de una prueba prácticamente es cuestionada desde el 

inicio al observarse que estas pericias se ejecutan bajo un 

procedimiento que es unilateral en función al perito evaluador y no 

en función a un protocolo de atención que sea predeterminado. 

 

 

Gravedad que implica tanto al Poder Judicial como al Ministerio 

Público, por cuanto ninguna entidad lo ha determinado en un 

protocolo de evaluación pericial en casos de violencia familiar. 
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TERCERA PARTE 
 

 

1. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS DE LOS 

INSTRUMENTOS UTILIZADOS 

 

 

Del estudio ejecutado, podemos señalar que el contexto se 

describe de la siguiente manera: 

 

 

a) Los procesos judiciales se habían evaluado en dos 

perspectivas jurisdiccionales: 

 
 

ii. Instancias en el ámbito civil y de familia con la Ley 

Nº 30064. 

 
 

iii. Instancia exclusiva en el ámbito penal. 
 

 

b) Los procesos judiciales en el ámbito civil y familiar consistían 

en medidas judiciales que conminaban la ejecución de una 

“paz familiar”, sin generar una obligación material a cesar 

todo el acto de violencia entre los familiares o pareja. 

 
 

c) Los procesos judiciales que se podían ejecutar en forma 

paralela en lo civil y familiar como en lo penal provocaban 

eventualmente dos resultados antagónicos: 

 
 

iv. En el ámbito civil y familiar, la posibilidad de 

desarrollar una causal de divorcio, y sobre la cual 

se podía determinar una reparación por daño 

provocado al proyecto de vida, respecto de la 

pretensión de la parte afectada que lo requiriese. 
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v. En el ámbito penal, la ejecución de un delito que 

podía provocar la imposición de una condena penal, 

la cual podía ser de pena privativa de libertad. 

 

 

Sin embargo, por su delicado contexto, la legislación penal en 

este punto tiene un severo problema en la delimitación 

teórica y procesal del delito de violencia familiar con el de 

feminicidio y ello se complementa con la evaluación del delito 

de atentado contra una persona en el ámbito de la tutela de 

su vida, integridad y desarrollo. 

 

 

d) Los jueces y fiscales son magistrados que en forma general 

no han tomado en cuenta el impacto humano, social y 

familiar de los casos en evaluación y por ello los plazos y las 

condiciones requeridas en las actuaciones judiciales, no han 

sido valoradas debidamente, ello porque las partes 

manifiestan un período temporal en el cual desarrollan el 

conflicto familiar que es superior al período en el cual se 

desarrolla el proceso judicial. 

 

 

Todos estos factores constituyen elementos previos y posteriores a 

la actuación de la pericia psicológica, tema central de la presente 

investigación, porque registran el momento en el cual el conflicto 

familiar se ha convertido en un proceso judicial y sobre la cual se 

han actuado algunas acciones de naturaleza procesal que 

finalmente no logran generar el efecto deseado por la ley y los 

propios magistrados, toda vez que las pericias psicológicas no 

permiten “evaluar” correctamente a las partes. 

 

 

La ampliación de datos estadísticos que inciden en la evaluación de 

procesos judiciales en donde se analicen conflictos familiares, que 

 

 

106 



 

pueden ser en las especialidades de derecho civil, derecho de 

familia y penal, nos permiten sostener que todos estos problemas 

materiales pueden ser solucionados si se atiende al verdadero perfil 

de las partes en conflicto, porque motivos personales los que 

inciden en la gravedad, ampliación y características del conflicto, y 

por eso lo hemos delimitado en forma puntual en la presente 

investigación, dado que contamos con la experiencia profesional y 

personal para evaluar estos procesos al ser fiscales del Ministerio 

Público y la experiencia es directa, objetiva y especializada, por 

cuanto también hemos recibido capacitación de nuestra entidad y 

nos hemos capacitado con la asistencia a programas de 

capacitación en esta especialidad compleja, razón por la cual 

consideramos que la evaluación de la tesis debe contener un orden 

superior a la experiencia profesional que manifestamos. 

 
 
 

 

2. PRESENTACIÓN DEL MODELO TEÓRICO 
 

 

Debido a que la tesis tiene por objetivo señalar el impacto negativo 

de la pericia psicológica que actualmente se ejecuta en el ámbito 

de los juzgados de familia (violencia familiar, tenencia, régimen de 

visitas) o juzgados penales (violencia familiar, delito de lesiones, 

feminicidio), consideramos importante detallar que la pericia 

psicológica debe estar limitada a estos contextos sustantivos, 

procesales y procedimentales 

 

 

a) En la fundamentación de la determinación de la naturaleza de 

la prueba psicológica. 

 
 

Este punto es importante de detallar porque siguiendo la 

crítica de Manuel Bermúdez Tapia, las pericias emitidas por el 
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Equipo Multidisciplinario del Poder Judicial señalan una 

equivalencia entre las pericias psicológicas y psiquiátricas y 

ello es un error por la diferente naturaleza de ambas 

disciplinas. 

 

 

De este modo, un primer punto del presente modelo teórico 

desarrollado es delimitar lo que corresponde a la pericia 

psicológica, la cual es la pertinente para el caso de casos de 

violencia familiar, al sólo evaluarse el perfil y conducta 

personal de una persona, toda vez que se mide el perfil de la 

personalidad y no el contexto bio-social del evaluado. 

 

 

b) En la valoración probatoria de la pericia psicológica. 
 

 

Este punto es sumamente importante para la ejecución de la 

práctica de la presente tesis, por cuanto consideramos que la 

evaluación psicológica permite evaluar el comportamiento 

procesal, legal, social y familiar de la parte en forma 

objetiva, respecto de las consecuencias materiales que se 

han provocado, tanto en la víctima como en el ámbito socio 

familiar. 

 
 

Bajo esta condición, el desarrollo del valor probatorio de la 

pericia psicológica es un elemento de suma importancia en el 

mismo proceso donde se analice la violencia familiar. 

 
 

c) En la periodicidad de la prueba psicológica, según 

procedimiento para su actuación. 

 
 

En complementación con el punto anterior, debemos sostener 

que se hace necesaria la ponderación de la actuación del 
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medio probatorio “pericia psicológica” a la ejecución de la 

apertura misma del proceso. 

 

 

Consideramos que la medida de ser variada por el propio 

juez, esto está vinculado al hecho que no planteamos un 

modelo de reforma normativa porque en función a la 

legislación en general sobre violencia familiar, el mismo juez 

puede generar la siguiente acción: Determinar la viabilidad 

de una medida cautelar a favor de la víctima sobre la base de 

la ejecución inmediata de una evaluación pericial psicológica 

al denunciado por la comisión de dicha acción. 

 

 

Esto en esencia, permitiría que se eviten situaciones de 

mayor violencia familiar, casos de feminicidio, obstrucción al 

seguimiento del proceso judicial, ejecución de actos de 

intimidación a la víctima y eventualmente la dilatación del 

proceso por interposición de recursos temerarios de parte del 

denunciado. 

 

 

Estos tres puntos, representan el modelo teórico que planteamos 

en la presente tesis. 
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CONCLUSIONES 
 

 

Finalizamos nuestra investigación de Tesis, con la redacción de las 

siguientes conclusiones. 

 

 

1. El proceso judicial, en forma general, cuando se trata de casos 

de violencia familiar, no logra ser articulado en forma orgánica 

porque la misma legislación permite la práctica de varios 

niveles jurisdiccionales, de varias instancias por especialidad y 

la posibilidad de que de un único conflicto familiar se 

desarrollen varios procesos judiciales. 

 
 

2. La  mayoría  de  casos  de  violencia  familiar  no  logra  ser 
 

“denunciado” y ello nos permite sostener que los niveles de 

violencia social en nuestro país se han incrementado a niveles 

insostenibles de paz social, y en particular en la Región de 

Tumbes, donde desempeñamos función como Fiscal del 

Ministerio Público. 

 
 

3. Como resultado de estos dos puntos preliminares, el proceso 

judicial se ejecuta sobre la base “tradicional” de un proceso 

común tanto en la especialidad familia – civil o penal, sin tomar 

en cuenta una serie de factores que provocaron el origen del 

conflicto, su mantenimiento o eventualmente las condiciones en 

las cuales se agudiza el conflicto o se atenúa (reconciliación 

familiar). 

 
 

4. Como todos los procesos vinculados a casos de violencia 

familiar deben ser tramitados por el juez y fiscal a cargo del 

expediente, la regla general es la solicitud de la ejecución de 

una prueba de oficio que es la prueba pericial psicológica. 
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Esta prueba - sobre la base de lo expuesto en la investigación -, 

no es objetiva, pues el evaluado es sometido a una evaluación de 

la personalidad muy superficial, con lo cual se emite un informe 

que resulta vinculante al resultado del caso judicial. 

 

 

5. Las condiciones negativas de la ejecución de una prueba 

pericial psicológica finalmente logran acreditar una falta de 

legitimidad como “prueba de oficio”, al no ser objetiva y 

permite determinar que esta condición le genera una falta de 

legitimidad en su instrumentalización en el proceso. 

 
 

6. Como resultado de esta condición, todo el proceso se encuentra 

viciado y se genera una afectación objetiva a los principios 

constitucionales y procesales que guían el proceso judicial en el 

Perú, afectándose principios como el debido proceso, la tutela 

judicial efectiva, el principio de igualdad de las partes 

procesales, etc. 

 
 

7. Finalmente, y como punto referencial en toda la investigación, 

determinamos que no existe un protocolo de evaluación y 

desarrollo de una pericia psicológica tanto en el Poder Judicial a 

cargo del Equipo Multidisciplinario de Apoyo a los Juzgados de 

Familia y en el Ministerio Público, a cargo del Instituto de 

Medicina Legal, con lo cual acreditamos la gravedad del caso, al 

utilizarse una prueba de oficio en forma negligente en el 

proceso judicial. 
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RECOMENDACIONES 
 

 

Debido a que la naturaleza de la investigación es muy puntual y en 

función a lo detallado en la investigación, sostenemos que sólo 

podemos plantear las siguientes recomendaciones: 

 

 

1. Desarrollar un esquema de trabajo uniforme y estandarizado 

que tenga vinculación a la práctica de las pericias 

psicológicas tanto en el Poder Judicial como en el Ministerio 

Público, el cual se denominará: “Protocolo de Evaluación 

Pericial Psicológica”. 

 
 

2. Limitar el impacto de una pericia psicológica al contexto en 

el cual se desarrolla la misma, por cuanto se ha registrado 

que entre “los hechos denunciados” y la ejecución de la 

pericia psicológica, existe un período de tiempo que no 

permite una evaluación objetiva de los hechos y del 

comportamiento de las partes. 

 

3. Incluir en el actual sistema de evaluación pericial, las 

sugerencias propuestas en el Capítulo que desarrolla la 

hipótesis de nuestra Tesis. 

 
 

 

Las cuales son: 
 

 

a. El estudio del desarrollo de la personalidad del evaluado 

en el contexto socio familiar y laboral habitual. 
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b. El estudio del desarrollo de la personalidad en 

contextos de interacción con la parte agresora o la 

víctima en casos de violencia familiar, para analizar así 

el verdadero perfil psicológico de cada parte. 

 

 

c. El análisis de los resultados de entrevistas de personas 

vinculadas a la parte sometida en evaluación. 
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